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PRESENTACIÓN
La Estrategia Europa 2020 para un crecimiento inteligente, sostenible e integrador (UE2020), marco político que fija las directrices básicas sobre el modelo de desarrollo europeo para los próximos años, incluye entre sus áreas prioritarias, como no podía ser de otra manera, el de la Educación. En este campo, establece como objetivo que al menos un 40% de las personas entre 30 y 34 años completen estudios de nivel terciario. La realidad educativa española, pese a padecer importantes problemas como el abandono escolar prematuro en las etapas previas (otra de las prioridades de la UE2020), mantiene una posición aceptable, incluso destacada en comparación con otros países europeos, en cuanto al nivel de estudios superiores de su población. Sin embargo, no es el caso de las personas con discapacidad que experimentan, como en otros ámbitos, una gran desventaja respecto de la población en general, en lo que se refiere a la participación en estudios universitarios. 
La educación, además de un derecho fundamental y primer entorno de socialización y participación de las personas en la sociedad, tiene un papel fundamental para el posterior desarrollo en el mercado de trabajo, para la empleabilidad y para la inclusión laboral. Bajo esta perspectiva viene trabajando la Fundación ONCE, desde su constitución en 1988, siendo su misión la formación y el empleo de las personas con discapacidad así como, de manera complementaria, la promoción de la accesibilidad universal de entornos, productos y servicios, contribuyendo a la mejora de la calidad de vida de las personas con discapacidad y sus familias y a la creación de una sociedad más inclusiva. 

En este contexto, desde el 2000 la Fundación ONCE gestiona el Programa Operativo de Lucha contra la Discriminación, ahora en su etapa 2007-2013, mediante el cual, contando con la co-financiación del Fondo Social Europeo, hemos llevado a cabo múltiples programas y acciones orientadas a favorecer la empleabilidad y la inclusión laboral de las personas con discapacidad, constituyendo el presente estudio parte de esta gran diversidad de actuaciones. 

Igualdad de oportunidades y no discriminación, educación inclusiva, integración laboral, participación social son, en definitiva, pilares básicos que articulan nuestro trabajo y que se apoyan en diversos referentes políticos y normativos, como la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad ratificada por nuestro país en 2008, pieza fundamental en la defensa de la igualdad y la inclusión social de este grupo de población y guía de nuestra labor desde la Fundación ONCE así como de todo el movimiento asociativo de la discapacidad.

En el ámbito de la Universidad, y sobre la base de nuestra Constitución así como de otros desarrollos legislativos posteriores, se vienen implementando en nuestro país, desde hace varios años, diferentes medidas compensatorias orientadas a atajar las desigualdades en el acceso y permanencia de los estudiantes con discapacidad. Es el caso de la reserva de plazas, las becas y ayudas al estudio específicas o la exención de precios públicos universitarios. Las mismas se complementan con un conjunto de acciones orientadas a reforzar los servicios y recursos materiales, técnicos y humanos que las universidades ponen a disposición del alumnado con discapacidad y que, de no existir, incrementarían las situaciones de discriminación y dificultarían la verdadera participación en la Universidad en igualdad. La unión de estas dos clases de acciones, junto con el impulso de las mismas en etapas educativas anteriores, ha supuesto un aumento considerable de la presencia de las personas con discapacidad en el ámbito universitario, si bien como se ha señalado anteriormente, sigue siendo muy inferior a la de las personas sin discapacidad.

En la presente época de crisis financiera, económica y social, las personas con discapacidad están viendo afectados muchos logros y adquisiciones que ponen en peligro el camino andado, con gran esfuerzo, hacia la igualdad de oportunidades y la inclusión social, con efectos negativos en múltiples ámbitos, como es el caso de la educación. En este contexto y conociendo las dificultades actuales, este libro nace con la vocación de servir como instrumento para la mejora necesaria de los servicios y programas de atención a los estudiantes con discapacidad en las universidades públicas españolas, prestando una atención especial a su financiación, y concluyendo con una serie de propuestas de acción.

Sin duda esperamos que este libro sirva como herramienta útil en el campo de la inclusión educativa de las personas con discapacidad en el ámbito universitario y, en consecuencia, para mejorar la participación laboral, claramente vinculada, especialmente en un contexto donde el desempleo juvenil es una prioridad política de primer orden tanto en nuestro país como en la Unión Europea, que no puede dejar de lado la promoción del empleo también para nuestros jóvenes con discapacidad.

Alberto Durán López

Vicepresidente 1º Ejecutivo de la Fundación ONCE

OBJETIVOS, MUESTRA Y METODOLOGÍA

La presente publicación recoge los principales resultados obtenidos del estudio sobre la mejora del sistema de financiación de los servicios y recursos de atención a estudiantes universitarios con discapacidad en España, encargado por la Fundación ONCE, en el marco del Programa Operativo de Lucha contra la Discriminación 2007-2013 “XTalento”, co-financiado por el Fondo Social Europeo.
Objetivos

El objetivo general de dicho estudio fue la mejora de la calidad de los servicios universitarios de atención a estudiantes con discapacidad a través de un programa estable de financiación, mejorando con ello su inclusión en la Universidad y su nivel educativo, lo que redundará positivamente en su posterior integración laboral.
De igual modo, se persiguió conocer la efectividad de los contratos-programa con financiación vinculada a objetivos en el sostenimiento de los servicios y programas universitarios destinados a estudiantes con discapacidad, con vistas a la elaboración de propuestas concretas de mejora extensibles en nuestro país que sirvieran para incrementar la presencia de estos estudiantes en la Universidad, así como conocer si dicha fórmula de financiación universitaria había contribuido a mejorar los servicios y programas destinados a estudiantes con discapacidad.

Otros objetivos que se contemplaron fueron:

· Identificar aquellas Comunidades Autónomas que tenían un déficit en la financiación de servicios destinados a estudiantes universitarios con discapacidad y estudiar si dicho déficit se debía al sistema de financiación. 

· Difundir buenas prácticas en esta materia con el fin de que los órganos competentes en la financiación de estos servicios y en la puesta en marcha de políticas de atención a este colectivo mejorasen la eficacia de las mismas.

· Realizar propuestas de mejora para la aplicación real y efectiva de la normativa, mediante un sistema de financiación estable y socialmente responsable en la atención a los estudiantes universitarios con discapacidad. 

Muestra

Para ello, tal y como refleja  el siguiente cuadro, se remitieron cuestionarios a 24 Universidades públicas, obteniendo con ello una muestra del 50% del conjunto universitario español
. La selección de dichas Universidades se realizó bajo tres criterios: número de estudiantes con discapacidad (se eligieron Universidades con muchos estudiantes con discapacidad y otras con pocos a fin de conocer posibles diferencias en su atención), la antigüedad e intensidad de los servicios y programas sobre discapacidad (aspectos conocidos a través de estudios realizados con anterioridad)
.
En particular fueron remitidos cuestionarios tanto a los servicios de atención a estudiantes con discapacidad (SAED) como a las Gerencias Universitarias. En cuanto a los primeros, se obtuvo respuesta por parte de todas las Universidades (100%), mientras que en relación a los segundos, respondieron el 50%, tal y como puede apreciarse en el siguiente cuadro. 

Con respecto a la población de estudiantes con discapacidad
 que ha sido cubierta, se ha alcanzado el 77,45% del total de estudiantes con discapacidad matriculados en las Universidades públicas españolas.

Tabla 1. Muestra de Universidades objeto de estudio

	Universidades
	Respuestas 
SAED
	Respuestas 
Gerencias
	Nª Estudiantes por Universidad

	Jaén 
	√
	√
	127

	Almería
	√
	√
	126

	Málaga
	√
	X
	449

	Pablo de Olavide
	√
	√
	67

	Murcia
	√
	X
	766

	Politécnica de Cartagena
	√
	X
	76

	Castilla – La Mancha
	√
	√
	328

	Extremadura
	√
	√
	111

	Complutense de Madrid
	√
	X
	635

	Autónoma de Madrid
	√
	X
	144

	Carlos III
	√
	√
	80

	Salamanca
	√
	X
	210

	Vigo
	√
	√
	138

	Santiago de Compostela
	√
	√
	223

	Cantabria
	√
	√
	56

	País Vasco
	√
	X
	324

	Valencia
	√
	√
	882

	Alicante
	√
	√
	264

	Jaume I
	√
	X
	114

	Politécnica de Valencia
	√
	X
	299

	Pompeu Fabra
	√
	√
	72

	Barcelona
	√
	√
	443

	Zaragoza 
	√
	√
	249

	UNED
	√
	X
	6.421

	TOTAL
	24 Universidades
	12 Universidades
	12.604


En cuanto a las Comunidades Autónomas, se estudió el sistema de financiación de 12 de ellas, lo que representa el 70,58% del total. 
La selección de dichas Comunidades Autónomas se realizó en base a un criterio, el  número de Universidades en su territorio, con el fin de conocer el sistema de financiación de Comunidades Autónomas con varias Universidades en su territorio (Andalucía, C. Madrid, C. Valenciana, Castilla y León, Cataluña, Galicia y Murcia), y de aquellas otras con una sola Universidad en su ámbito territorial (Cantabria, País Vasco, Aragón, Castilla – La Mancha y Extremadura). 

En particular, se remitieron cuestionarios a las Consejerías competentes en materia de Universidades, y a aquellas competentes en materia de política social, obteniendo por parte de ambas un total de 10 respuestas (83,33%). 

Si observamos el número de estudiantes universitarios con discapacidad representados por Comunidades Autónomas
 en el siguiente cuadro, vemos como la cifra se eleva a 9.851 estudiantes (92,70%).

Tabla 2. Muestra de Comunidades Autónomas objeto del estudio

	Comunidades Autónomas
	Respuestas
Consejería Universidades
	Respuestas
Consejerías
Política Social
	Nª Estudiantes por Comunidad Autónoma

	Andalucía
	√
	√
	2.110

	Aragón
	√
	√
	249

	Cantabria
	√
	√
	56

	Castilla y León
	√
	√
	486

	Castilla – La Mancha
	√
	√
	328

	Cataluña
	√
	√
	1.115

	Comunidad Valenciana
	√
	√
	1.726

	Extremadura
	√
	√
	111

	Galicia
	X
	√
	512

	Comunidad de Madrid
	X
	√
	1.273

	Región de Murcia
	√
	X
	842

	País Vasco
	√
	X
	324

	TOTAL
	10 Consejerías
	10 Consejerías
	9.132


Por último, se remitió cuestionario a las principales fundaciones que promueven la integración de estudiantes universitarios con discapacidad (Fundación ONCE, Fundación Universia, Fundación MAPFRE, Fundación Repsol y Fundación La Caixa), así como a la Confederación Nacional de Personas Sordas (CNSE) a fin de conocer el coste de los servicios de Interpretación de Lengua de Signos prestados a las Universidades.
Metodología

El estudio que da origen a esta publicación constó de los siguientes seis informes:

· Fuentes estadísticas sobre la discapacidad en la Universidad: Este  informe reflejó el impacto de la discapacidad en la Universidad a través de la explotación de los datos contenidos en la Encuesta sobre Discapacidades, Autonomía personal y situaciones de Dependencia (EDAD), y de los datos de las propias Universidades públicas españolas.

· Informe económico: Su objetivo fue conocer los recursos que destinaron la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las propias Universidades a fin de determinar las distintas fuentes de financiación de los servicios de atención a estudiantes con discapacidad. Tal y como reseñábamos ante en líneas anteriores, tomamos una muestra compuesta por 12 Comunidades Autónomas, así como 24 Universidades públicas a las que se les requirió información mediante cuestionario remitido en soporte electrónico. Concretamente, se confeccionaron cuatro cuestionarios en función del siguiente perfil de los destinatarios:

· Responsables autonómicos en políticas sobre discapacidad. 

· Responsables autonómicos en financiación universitaria.
· Gerentes de las Universidades seleccionadas.
· Personal técnico y/o responsable de los servicios o programas de atención a estudiantes con discapacidad.

Además, los datos recabados fueron completados con los obtenidos a través de bases de datos específicas en derecho, artículos de interés, páginas web de las distintas Administraciones implicadas, así como presupuestos de las Universidades. 

· Informe de recursos: Tuvo por objetivo conocer los recursos dirigidos a estudiantes con discapacidad con los que cuentan las Universidades públicas españolas, para lo cual se utilizó la información contenida en la “Guía de Recursos sobre Universidad y Discapacidad” elaborada para el Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad -en adelante CERMI- en el año 2006, así como obtenida a través de los cuestionarios enviados a las 24 Universidades seleccionadas para conocer sus recursos. Por último, al objeto de definir las diferentes acciones y recursos que prestan las Universidades españolas, se utilizó la “Guía para la elaboración de un Plan de Atención al Alumnado con Discapacidad en la Universidad”, elaborada por el CERMI en el año 2010.

· Informe de cooperación entre el sector privado y la Universidad: En él se recogieron las aportaciones más importantes del sector privado en relación a la inclusión de estudiantes con discapacidad en las Universidades españolas. La información reflejada en este informe se obtuvo a través de cuestionarios remitidos a las diferentes Fundaciones y a través de la búsqueda en la red. 
· Informe sobre la exención de precios públicos universitarios para personas con discapacidad: En él se estudió la regulación de dicha exención durante los cursos académicos 2010/11, 2011/12 y 2012/13, plasmando los elementos característicos de la misma, su alcance y algunas peculiaridades. Para ello, se procedió al estudio de las diferentes normas que fijan los precios públicos a satisfacer por la prestación de servicios académicos y administrativos universitarios mediante su consulta en bases de datos especializadas en derecho.
· Conclusiones y propuestas de actuación: Constó de un breve resumen de lo tratado en los informes expuestos anteriormente, así como una serie de propuestas para mejorar la financiación de los servicios de atención a la discapacidad de las Universidades españolas. 

Finalmente, queremos mostrar nuestro agradecimiento a Dña. Elisa Sala Mozos, consultora, por su valiosa colaboración en la elaboración del informe económico en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Cataluña. 

RESUMEN EJECUTIVO

Regulación normativa

Son numerosas las normas que regulan la normalización educativa de los estudiantes con discapacidad en los estudios superiores. El anclaje de todas ellas lo encontramos en la Constitución Española, en sus artículos 9.2., 10, 14 y 49 donde se proclaman los principios de igualdad formal, el impulso de medidas de acción positiva para lograr la igualdad material y la promoción de los derechos de las personas con discapacidad. 

Así pues el derecho a la igualdad de oportunidades, a la no discriminación y a una educación inclusiva se proclama en diferentes normas generales en materia de discapacidad como son la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CIDPD) del año 2006, la Ley de Integración Social del Minusválido (LISMI) del año 1982 o la Ley de Igualdad de Oportunidades, No Discriminación y Accesibilidad Universal (LIONDAU) del año 2003. 

En la última década hemos podido observar el gran avance normativo que se ha producido en la atención a la discapacidad en el ámbito universitario. Comenzó con motivo de la inclusión de un artículo y una disposición adicional específica en la Ley Orgánica de Universidades del año 2001, a lo que le siguió la incorporación, en la casi totalidad de los Estatutos de las Universidades públicas Españolas, de disposiciones que regulaban el derecho de las personas con discapacidad a una educación inclusiva y a no ser discriminadas por motivos de discapacidad. Este hecho, que se produjo entre los años 2001 y 2003 supuso un gran salto cualitativo que dio lugar a la creación de servicios y programas de atención a la discapacidad en el conjunto de Universidades españolas. El segundo gran salto normativo se produjo entre los años 2007 y 2010, como consecuencia de la aprobación de la Ley Orgánica de Modificación de la Ley Orgánica de Universidades en el año 2007 (LOMLOU) que introdujo una serie de disposiciones para la inclusión universitaria de las personas con discapacidad tales como el reconocimiento de derechos, exención de precios públicos universitarios, establecimiento de programas de becas y ayudas, puesta en marcha de programas específicos, realización de adaptaciones, accesibilidad en las dependencias universitarias tanto físicas como virtuales, incorporación de los principios sobre accesibilidad universal y diseño para todos en los planes de estudios universitarios, etc.

A este avance le siguió la aprobación en 2007 del Real Decreto de Ordenación de las Enseñanzas Universitarias Oficiales, que impulsó el establecimiento de sistemas de acogida e información para los estudiantes de nuevo ingreso y, para los estudiantes con necesidades educativas especiales, servicios de apoyo y asesoramiento adecuados con el fin de evaluar la necesidad de posibles adaptaciones curriculares, itinerarios o estudios alternativos. No obstante, el avance más importante en este campo en los últimos años tuvo lugar en 2010 tras la aprobación del Estatuto del Estudiante Universitario. En él se recogen una serie de disposiciones que concretizan los derechos, recursos y prestaciones que se deben garantizar al alumnado con discapacidad a lo largo de su vida universitaria. Así pues, regula una serie de principios y derechos, entre los que destacan el principio de no discriminación por razón de discapacidad o el derecho a disponer de una adecuada orientación e información por parte de las Universidades; a la igualdad de oportunidades; al asesoramiento y asistencia por parte de profesores, tutores y el establecimiento de servicios de atención al estudiante, así como a la realización de prácticas académicas. 

A través de esta norma también se promueve la participación de estudiantes con discapacidad en programas de movilidad nacional e internacional; programas de tutorización que incluyen la realización de posibles adaptaciones metodológicas; programas de becas y ayudas; la accesibilidad en la comunicación de las calificaciones, instalaciones e información accesible en cualquier proceso electoral, instalaciones deportivas, residencias y colegios mayores, herramientas, espacios virtuales, transporte, entre otros ámbitos.

Por último, debemos destacar el tratamiento que la misma otorga a las unidades de atención al estudiante como herramienta complementaria en la formación integral del mismo. Éstas podrán ofrecer información y orientación en ámbitos como la elección de estudios, estrategias de aprendizaje, itinerarios formativos y salidas profesionales, becas y ayudas al estudio, asesoramiento sobre derechos, asesoramiento psicológico, asociacionismo y participación e igualdad de trato entre hombres y mujeres. Esta disposición adquiere gran importancia, ya que estas unidades son la piedra angular de una política de calidad en la atención a los estudiantes con discapacidad, y cuyo sostenimiento es el objeto de este estudio. 

Por otra parte, a nivel nacional, se ha solventado el problema suscitado en torno a la exención de precios públicos, pues la situación era muy dispar hasta hace un par de años. Anteriormente a la LOMLOU cada Comunidad Autónoma regulaba de una manera diferente la exención de precios públicos (algunas sólo eximían de la primera matricula, otras eximían en función del nivel de renta y otras directamente no eximían). Tras un período en el que los Tribunales fueron sentando jurisprudencia sobre el alcance de la gratuidad de los estudios que establecía la LISMI, en el año 2007 la LOMLOU estableció la exención de precios públicos para estudiantes con discapacidad. A partir de entonces, los Decretos autonómicos que regulan los precios públicos académicos para cada curso, contemplan dicha exención, cuyo alcance abarca a todos los estudiantes con discapacidad con un grado igual o superior al 33%, en todas las matrículas de los planes de estudios vigentes (Licenciaturas y Diplomaturas, Grados, Másteres Oficiales y Doctorados). 

Fuentes de financiación de los servicios de atención a estudiantes con discapacidad
Dentro de la financiación propia de cada Universidad, hemos podido comprobar que un porcentaje muy elevado procede de financiación externa, principalmente pública. Sus fuentes básicas de financiación son las que proceden de las Comunidades Autónomas, el Estado y, en última instancia, de las tasas y precios públicos que abonan sus estudiantes. Mediante el análisis de los presupuestos de las 24 Universidades que nos remitieron el cuestionario sobre Servicios de Atención a Estudiantes con Discapacidad
, se constata que la mayor parte de esta financiación pública se destina al funcionamiento de la institución. En ellos podemos comprobar como la financiación externa dirigida a financiar gastos corrientes (gastos de personal, suministros de material, electricidad, intereses, arrendamientos, subvenciones o becas que otorgan,…), así como de capital (destinados a investigación, inversiones, infraestructuras tales como obras o equipamientos, movilidad,…) alcanza el 80,23% del total de ingresos.  Concretamente, un 87,84% de esa financiación externa (para gastos corrientes y de capital) procede de transferencias efectuadas por las Comunidades Autónomas. Por tanto, se observa con nitidez la importancia de la financiación externa que impera de manera abrumadora sobre el resto de financiación. Tras ella, le sigue la financiación propia de cada Universidad obtenida mediante servicios prestados tanto a la Comunidad universitaria como al exterior (precios públicos, venta de bienes, compensación por la utilización de infraestructuras, rendimientos patrimoniales, etc.) y que representa un 18,54%. Cabe destacar que el origen de esta financiación propia procede principalmente de los ingresos obtenidos por el cobro de tasas, servicios académicos, ingresos por cursos, prestación de servicios, etc. y que en los Presupuestos universitarios quedan comprendidos dentro del Capítulo III denominado «Tasas y otros ingresos». Por último, completa el mapa de la financiación universitaria los pasivos financieros que suponen el 1,22% del total de ingresos.
Así pues, aunque dicha financiación básica sea propia de la Universidad, procede en un porcentaje muy elevado de fondos públicos externos. Se trata de financiación que, por ende, incide en la atención a la discapacidad y que permite sufragar, entre otros, los gastos generados por el funcionamiento de un servicio o programa de atención a estudiantes con discapacidad.

No obstante, cabe lamentar que la actual situación de crisis económica está provocando una importante disminución de ingresos tanto del Estado como de las Comunidades Autónomas, lo que a su vez está dando lugar a considerables recortes y atrasos en el pago de la financiación acordada. 

Por último, debemos resaltar la función social que desempeña la Universidad y que hace que deba responder a las nuevas demandas que plantea la sociedad, entre ellas, la igualdad de oportunidades en el acceso, ingreso, permanencia y ejercicio de derechos de todos sus miembros. En este sentido, los servicios de atención a estudiantes con discapacidad de nuestras  Universidades constituyen, sin duda, un parámetro con el que valorar la atención que nuestro sistema universitario presta a dicho colectivo, permitiéndoles elegir aquella Universidad que mejor responda a sus necesidades. Para ello, además de la financiación básica, existe la financiación condicionada a objetivos a través de los contratos-programa, y que en materia de discapacidad, ha sido utilizada por las Comunidades Autónomas de Andalucía y Aragón, arrojando excelentes resultados en su aplicación.  No obstante, no es el único modo de financiación posible, como es el caso de Cataluña, donde se ha optado por establecer una convocatoria de ayudas destinadas a las Universidades de su territorio, con el fin de colaborar en la financiación de recursos materiales, ayudas técnicas y personales garantizando la igualdad de oportunidades del alumnado con discapacidad. 

Por otra parte, en líneas anteriores, hemos  podido constatar como el Estado se ha preocupado de regular los derechos de los estudiantes con discapacidad en el ámbito universitario, si bien se ha desentendido de establecer una línea estable de financiación destinada a tal fin, dejando en su defecto, que sean las CCAA y Universidades las que decidan al respecto, lo cual ha producido una gran heterogeneidad en la prestación de estos servicios en función de cada Universidad. Por tal motivo, urge establecer unos mínimos comunes a nivel autonómico en materia de financiación de servicios de atención a la discapacidad mediante un acuerdo en el seno de la Conferencia General de Política Universitaria o en la Mesa Sectorial
 por el que se formalicen unos compromisos financieros que incluyan criterios de distribución territorial de estas ayudas, al objeto de apoyar a las Universidades en su obligación de prestar tales servicios, de modo que, les  permitan garantizar unos servicios mínimos de calidad en cada una de ellas. Sin duda, este acuerdo ayudará a conseguir una mayor igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad en el ámbito universitario. 
Análisis económico de los servicios y programas de atención a la discapacidad
En líneas sucesivas se abordarán el impacto del coste de los servicios y programas sobre discapacidad en el cómputo general de la Universidad, el coste de los diferentes servicios, así como el coste de los recursos que prestan las Universidades objeto del estudio.
Antes de abordar las cifras, conviene realizar una aclaración terminológica a fin de diferenciar el concepto de servicios y el de programas. El concepto de servicios engloba a los técnicos de atención a la discapacidad (a los que denominaremos a partir de ahora “personal”), así como los recursos humanos, económicos y técnicos con los que cuentan las Universidades para la atención de las necesidades de sus estudiantes con discapacidad (lo que entendemos por “programas”). Dentro de estos programas se encuentran los intérpretes de lengua de signos, el transporte adaptado, los asistentes personales, las becas y ayudas, los becarios colaboradores y los recursos técnicos.

La media del Presupuesto General que se dedica al Servicio de Atención a la Discapacidad es del 0,0671%, encontrándonos con Universidades que están por encima de la media como la Universidad de Alicante -0,1730%-, la Universidad de Valencia –0,0867%- o la Universidad de Extremadura -0,0863%-. La media del Presupuesto General que va dirigido a programas sobre discapacidad (sin contar los costes de personal técnico de las Universidades) es del 0,0197%.
Hemos podido corroborar que el gran peso del coste del servicio es el destinado a cubrir los costes de personal, en el que se incluye el personal técnico  dedicado a la atención a este colectivo (quedando excluidos los intérpretes, asistentes y otros recursos humanos que se imputan a programas). El coste de personal alcanza una media del 73,59%, siendo el 26,41% restante destinado al desarrollo de programas de Intérpretes de Lengua de Signos, transporte adaptado, ayudas técnicas, programa de asistente personal, programas de ayudas económicas (ayudas directas a estudiantes con discapacidad o ayudas a terceros –becarios colaboradores-), y cursos de formación y sensibilización. 
Por otra parte, se ha calculado lo que invierte cada Universidad en recursos destinados a personas con discapacidad (contando personal y programas), siendo la media de 575 € por alumno/a. Cada Universidad invierte en programas destinados a estudiantes universitarios con discapacidad, una media de 167 € por alumno/a.

Todas las Universidades, salvo algunas como el caso de la Universidad de Vigo, cuentan con servicios, unidades o programas estables de atención a estudiantes universitarios con discapacidad, es decir, un 91,66% cuenta con una estructura estable, corroborando que el 100% atienden a sus estudiantes universitarios con discapacidad. 

Estos servicios, unidades o programas suelen estar adscritos a los Vicerrectorados de Estudiantes (18 Universidades -75%-), si bien, algunos están adscritos a los Vicerrectorados de Cultura y/o Extensión Universitaria (3 Universidades -12,50%-), al Vicerrectorado de Igualdad (1 Universidad -4%-), al Vicerrectorado de Ordenación Académica (1 Universidad -4%-) o al Vicerrectorado de Servicios a la Comunidad Universitaria (1 Universidad -4%-). 

Entre las Universidades pioneras en la prestación de programas de atención a la discapacidad encontramos las Universidades de Valencia (1992), Jaume I (1992), Murcia (1993), Pompeu Fabra (1994), Cantabria y Politécnica de Valencia (1996), Salamanca y Alicante (1997) Autónoma de Madrid y Carlos III (1998). 

Tal y como hemos reseñado anteriormente, 3/4 partes del presupuesto del servicio de atención a estudiantes con discapacidad va destinado a sufragar los costes de personal, de modo que hemos querido conocer el número de técnicos por servicio/unidad/programa, así como su perfil profesional, dada la importancia de su labor. En cuanto al número de técnicos, la media de personal por servicio es de 2,82 técnicos. En términos absolutos, las Universidades de Valencia, Alicante y País Vasco tienen un número mayor de personal técnico por servicio. En términos relativos, en base a la muestra analizada, la ratio de atención a estudiantes con discapacidad es de 93 estudiantes con discapacidad por cada técnico, aunque algunas Universidades bajan esa ratio, como las Universidades de Pompeu Fabra (36),  Extremadura  (37) Alicante (37,71),   País Vasco (54), Cantabria (56).

En cuanto al perfil profesional, un 27,77% son psicólogos/as, un 12,50% son trabajadores/as sociales, un 8,33% son pedagogos/as, un 6,94% son psicopedagogos/as y el 31,23% restante pertenece a otras disciplinas tales como: Licenciados en Derecho, Ciencias Químicas, Filología, Educación Social, Relaciones Laborales, Biblioteconomía y Documentación, Filología, Arquitectura Técnica, Ingeniería Informática, Ingeniería Técnica, y también, Formación Profesional Título de Integración Social. 

Otro dato importante a tener en cuenta es la consolidación laboral de los técnicos de atención a la discapacidad. De la muestra analizada se desprende que el 74% de los técnicos son personal funcionario (de carrera o interinos) o laborales fijos, estando dotadas dichas plazas en la Relación de Puestos de Trabajo de la Universidad. Sólo el 26% restante son laborales con contrato temporal o becarios. 

En cuanto al coste de los programas/acciones, la acción más costosa para los servicios es la Interpretación de Lengua de Signos, para la que se destina el 48,90% del presupuesto del servicio destinado a programas. El coste medio por alumno es de 8.259 €/curso. 

Por su parte, el transporte adaptado supone un 14,99% del total del presupuesto destinado a programas por parte de las Universidades, siendo el coste medio de un/a alumno/a de 2.464 €/curso, el cual irá en función del número de días a la semana que el/la alumno/a con movilidad reducida tenga que desplazarse a su Centro Universitario. 

En relación a los productos de apoyo, salvo 6 Universidades (Almería, Politécnica de Cartagena, Vigo, Santiago de Compostela, Cantabria y Politécnica de Valencia), las 18 Universidades restantes disponen de las ayudas técnicas que precisan sus estudiantes. Las más comunes son: Mobiliario adaptado (14 Universidades), Equipos de frecuencia modulada (13 Universidades), Software adaptado –Jaws, Zoomtext, Dragon Speaking- (12 Universidades), Libretas autocopiativas (9 Universidades), Lupas (7 Universidades), Grabadoras (7 Universidades), Bucles magnéticos (5 Universidades), Tablet PC (2 Universidades) y los Ipads, Grúas, Camillas, Sillas para laboratorio y utensilios de higiene (1 Universidad). Muchos de estos recursos son adquiridos directamente por las propias Universidades, aunque algunos otros son cedidos por la ONCE o por la Fundación Universia. Representan el 17,98% del presupuesto destinado a programas.

Las becas y ayudas suponen el 8,99% del presupuesto destinado a programas, del cual, el 25,65% va destinado a programas de becario colaborador. El resto son ayudas directas a estudiantes con discapacidad.
En relación al asistente personal, 8 Universidades ofrecen este recurso, lo que supone el 34% del total. Representa el 8,15% del gasto del servicio destinado a programas.

En el apartado “otros gastos” de las Universidades, se incluyen los destinados a sufragar gastos de organización de seminarios, talleres de sensibilización, dípticos de información del servicio, etc., ascendiendo al 1,39% del presupuesto del servicio dedicado a programas. 
Tabla 3. Cuadro resumen. Análisis económico de los recursos y prestaciones dirigidas a estudiantes universitarios con discapacidad

	Media del presupuesto general de la Universidad que se dedica al servicio de atención a la discapacidad
	0,0671%

	Media del presupuesto general de la Universidad que se dedica a los programas sobre discapacidad
	0,0197%

	Distribución de los costes internos del Servicio de atención a la Discapacidad
	Costes de Personal
	73,59%

	
	Costes de Programas
	26,41%

	Universidades que cuentan con una programa estable de atención a la discapacidad
	91,66%

	Media de personal técnico por servicio de atención a la discapacidad
	2,82

	Ratio de atención a estudiantes con discapacidad por cada técnico
	93

	Perfil profesional del personal técnico
	Psicólogos
	27,77%

	
	Trabajadores Sociales
	12,50%

	
	Pedagogos
	8,33%

	
	Psicopedagogos
	12,50%

	
	Otras disciplinas
	31,23%

	Situación laboral de los técnicos
	Funcionario o laboral fijo
	74%

	
	Laboral temporal o becario
	26%

	Porcentaje de los diferentes recursos en el presupuesto de programas

	Recursos
	% Coste Recurso / Presupuesto Programa
	Coste medio
Alumno

	Interpretación de Lengua de Signos
	48,90%
	8.259 € alumno/curso

	Transporte 
	14,99%
	2.464 € alumno/curso

	Productos de apoyo
	17,98%
	

	Becas y ayudas
	8,99%
	

	Asistente personal
	8,15%
	

	Otros gastos
	1,39%
	


Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios

Ayudas del sector privado

Las empresas privadas, a través de sus Fundaciones, al igual que la ONCE y su Fundación, realizan una importante labor en la integración de los estudiantes universitarios con discapacidad.
Debemos destacar el Programa Campus Inclusivos de Verano (desarrollado por la Fundación ONCE, la Fundación Repsol y el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte), en el que estudiantes con discapacidad de Bachillerato toman contacto con el mundo universitario permitiéndoles conocer los recursos de los que dispondrán cuando accedan a la Universidad. 

Merece una especial mención el importante papel que desempeña la Fundación ONCE para la mejora de la accesibilidad en los Campus Universitarios a través de la Convocatoria para la rehabilitación y adecuación de entornos universitarios en el ámbito de la accesibilidad universal e inclusión, así como la labor de la Fundación Vodafone con la convocatoria abierta de uso de nuevos recursos tecnológicos. Ambas convocatorias cuentan con el apoyo del Ministerio de Educación.

A ello, debemos sumar la encomiable labor que desarrolla la ONCE en la prestación de servicios a sus afiliados colaborando con las Universidades en su adecuada atención. 

En el ámbito de las becas, destacan los programas que desarrolla la Fundación MAPFRE con su convocatoria de ayudas de formación universitaria dirigidas a estudiantes con discapacidad y la Fundación Universia mediante la Convocatoria de las Becas Capacitas. 

De igual modo, adquiere relevancia la convocatoria de Premios que reconocen a las instituciones o personas que luchan por la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad (Fundación Mapfre), o el Premio Proyecto Fin de Carrera para el fomento de la accesibilidad en el marco de las TIC’s (Fundación Universia).

Otros programas relevantes son el relativo al impulso de proyectos inclusivos, dirigido a fomentar el empleo, la formación y la inclusión socio-laboral de las personas con discapacidad (Fundación Universia), así como, el Banco de Productos de Apoyo en cuanto a iniciativa de enorme interés que ha servido para que muchos estudiantes con discapacidad puedan realizar las actividades de la vida académica sin ninguna dificultad (Fundación Universia). 

Estas acciones deben obtener un reconocimiento, por cuanto ayudan y complementan al sistema público universitario en la conquista por la igualdad de oportunidades de sus estudiantes con discapacidad, debiendo tener siempre el carácter de complementarias a las acciones principales que entendemos deben financiarse con cargo a las arcas públicas. 

Propuestas
Con el fin de garantizar la estabilidad y mantenimiento de los servicios y programas de atención a la discapacidad en las Universidades, presentamos una propuesta de modelo de financiación, partiendo de tres premisas básicas. La primera de ellas, es que las Universidades cuentan con dos fuentes principales de financiación; por una parte, las transferencias que realiza la Comunidad Autónoma a las Universidades de su ámbito territorial para su sostenimiento, y por otra parte, los precios públicos por servicios académicos que cobran las Universidades a sus propios estudiantes. En cuanto al peso de cada línea de financiación, nos podemos situar en una ratio de 80% (transferencias Comunidad Autónoma  y financiación externa-) – 20% (Precios Públicos –Financiación Propia-), aproximadamente.

La segunda premisa basada en el coste del servicio de atención al estudiante con discapacidad se subdivide en dos: por una parte hemos podido comprobar que el coste de personal supone entre el 65-75% del coste total del servicio. Y por otra, corroborar el coste de los diferentes programas que desarrollan, siendo el más costoso de ellos, el programa de Interpretación de Lengua de Signos (alcanza un 50% aproximadamente sobre el total de presupuesto de programas –que no incluye costes de personal–), seguido de la adquisición de ayudas técnicas, del transporte adaptado y, por último, del programa de asistente personal.

La tercera, y última premisa, es que los/as estudiantes con discapacidad tienen reconocidos una serie de derechos y servicios, que deben estar garantizados por parte de las Administraciones Públicas con el fin de poder ejercer en igualdad de condiciones su derecho a la educación. Así lo han reconocido Leyes como la Ley Orgánica de Universidades o la Ley de Lengua de Signos y Medios de Apoyo a la Comunicación Oral, y en vía reglamentaria, el Estatuto del Estudiante Universitario. En esos mismos términos se pronuncia la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad aprobada por la Organización de las Naciones Unidas y ratificada por España, estando ya en vigor en nuestro ordenamiento jurídico.

Por tanto, una vez vistas y tenidas en cuenta estas tres premisas, proponemos un sistema de financiación directo entre la Comunidad Autónoma y sus Universidades para dotar a los estudiantes universitarios con discapacidad de todos los recursos necesarios con los que poder cursar sus estudios en igualdad de condiciones que el resto de sus compañeros. Esta propuesta de financiación consta de dos grandes bloques: la financiación fija y la financiación variable en función de los recursos que precisen los estudiantes con discapacidad.

Por último, de cara a la adopción de acuerdos por parte del sistema universitario español  se propone celebrar una mesa sectorial donde estén representados el Ministerio de Educación, Cultura y Deportes; el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad; las Comunidades Autónomas representadas por sus Directores Generales de Universidades y de Discapacidad; la Conferencia de Rectores de las Universidades Españolas (CRUE) y el Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI). 

La finalidad de la misma es:

· Impulsar actuaciones a nivel autonómico en torno a tres grandes áreas: financiación vinculada a servicios, ayudas y becas y accesibilidad. 

· Fomentar un contacto permanente entre la Dirección General de Discapacidad, la Dirección General de Universidades -ambas de la Comunidad Autónoma- y el CERMI autonómico para avanzar en materia de discapacidad en la Universidad.

· Poner las bases para consolidar la relación del CERMI con las Comunidades Autónomas en esta materia.

CAPÍTULO I. CONTEXTO NORMATIVO

1.1. Constitución Española

En el artículo 49 de nuestra Carta Magna se establece que «Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los que prestarán la atención especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que este Título otorga a todos los ciudadanos».

Como apunta el Prof. De Lorenzo «la separación operada por el artículo 49 respecto a las personas con discapacidad no puede ser interpretada sino como un deseo de singularizar, política y jurídicamente, una acción de protección social que normalmente se venía llevando a cabo precisamente en los marcos de una política sanitaria general y dentro de los mecanismos de la seguridad social»
. Esa vertiente pedagógica del texto constitucional –siguiendo con las palabras del Prof. De Lorenzo- encontraba su apoyo en declaraciones y textos normativos de ámbito internacional, unos generales y otros más específicos, sobre derechos sociales, como la Carta Social Europea de 1971, la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental de la ONU de 1971 o la Declaración de los Derechos de los Minusválidos de la ONU de 1975.

El resultado fue sin lugar a dudas, un tenor literal muy enérgico que no pretendía una protección convencional de las personas con discapacidad, que se hubiera limitado a aspectos parciales, sino una protección integral, que fuese desde las meras medidas reparadoras hasta la integración social de cualquier persona con discapacidad en sus potencialidades. Así pues, a la par que la dedicación especial a la política de previsión, tratamiento y rehabilitación, se hace la concreta mención a la integración, que como tal, sería la base de todas las políticas protectoras, actuando como criterio que define y permite evaluar el alcance y la eficacia de las medidas puestas en práctica. 

De este modo, la Constitución quiso dejar en manos del legislador ordinario, el desarrollo del artículo 49, lo cual iba unido a los recursos económicos del Estado disponibles en cada momento.

Sin embargo, la protección de este colectivo no se agota en el propio artículo mencionado sino que, como hemos comentado, dicho bien jurídico es uno de los objetivos de nuestra norma suprema. Por ello, para comprender el alcance de las medidas destinadas a este colectivo es necesario atender a otros artículos constitucionales, de gran importancia en esta materia, que les otorgan una especial protección jurídica:

· El artículo 9.2. CE establece que «corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social».
· Asimismo el artículo 14 CE instaura el principio de igualdad formal, estableciendo que la persona con discapacidad no puede ser objeto de discriminación debido a su condición personal. En concreto dispone que «los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social».
· Tampoco debemos olvidar la disposición constitucional que proclama la dignidad de la persona y el libre desarrollo de la personalidad, con el soporte de los derechos inviolables que le son inherentes (artículo 10.1. CE), tan íntimamente relacionadas con los principios que deben informar toda legislación en el ámbito de las personas con discapacidad: «la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social».

Estos preceptos deben ponerse en relación con el artículo 27 de la Constitución que establece el derecho a la educación, artículo inserto en la Sección 2ª del Capítulo I sobre los derechos fundamentales y las libertades públicas. 

1.2. Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

Otra de las normas que regulan el derecho de las personas con discapacidad en nuestro país es la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CIDPD), aprobada por la Organización de las Naciones Unidas el día 13 de diciembre de 2006, y que entró en vigor en nuestro país el 3 de mayo de 2008. Entre sus principios se encuentran el respeto de la dignidad inherente, la no discriminación, la participación e inclusión plena y efectiva en la sociedad, la aceptación de las personas con discapacidad como parte de la diversidad y la condición humana y la igualdad de oportunidades.

Tal y como establece el artículo 1, el propósito de la Convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente. 

Entre sus disposiciones incluye específicamente un artículo, el 24, dedicado a la educación en el que aparecen determinadas medidas y actuaciones a realizar para conseguir un sistema de educación inclusivo en todos los niveles educativos y una enseñanza  a lo largo de la vida. En virtud de dicho artículo, los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la educación. Para hacerlo efectivo y sobre la base de la igualdad de oportunidades, deberán asegurar un sistema de educación inclusivo a todos los niveles, con el fin de desarrollar plenamente el potencial humano y la autoestima; desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad de las personas con discapacidad, así como sus aptitudes mentales y físicas. A tal fin, asegurarán que se hagan ajustes razonables, que se preste apoyo a las personas con discapacidad en el marco del sistema general de educación y que se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en entornos que fomenten al máximo el desarrollo académico y social, de conformidad con el objetivo de la plena inclusión. De igual modo, asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso general a la educación superior sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás.

1.3. Legislación general sobre discapacidad
El desarrollo normativo en materia de discapacidad en España ha experimentado un gran avance en los: la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de Minusválidos y la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de Igualdad de Oportunidades, No Discriminación y Accesibilidad Universal, que han abordado de manera integral la atención a las personas con discapacidad. 

La primera de ellas, la LISMI, se promulga en el año 1982 en desarrollo del artículo 49 de la CE. Pese a que en el momento de aprobación de esta norma, se estaba plasmando el modelo social en las legislaciones de los países anglosajones, la legislación española aún se regía por el modelo médico. De ahí que la filosofía de esta ley esté más inspirada  en este último y así se puede observar a lo largo de su articulado centrado más en los procesos médico-rehabilitadores, y en las prestaciones económicas que en otras medidas que eviten la discriminación y apuesten por la igualdad de oportunidades. 

La sección 3ª del Título VI regula la educación como una de las formas de rehabilitación. La incidencia de la LISMI en el ámbito educativo fue tal, que puede hablarse de un antes y un después de su aprobación, pues proclama la integración escolar como principio general y, de manera subsidiaria, la educación especial en aquellos casos en los que resulte imposible la integración del alumno en el sistema educativo ordinario. En el ámbito universitario el artículo 31.2 permite la ampliación del número de convocatorias previstas con carácter general en los casos de estudiantes cuya discapacidad les dificulte gravemente, así como  la adaptación de las pruebas, sin menoscabo del nivel exigido. 

No obstante, el cambio significativo se produce en el año 2003, cuando se aprueba la Ley de Igualdad de Oportunidades, No Discriminación y Accesibilidad Universal (LIONDAU). A diferencia de la LISMI cuyo artículo primero vinculaba la misma al desarrollo de lo dispuesto en el artículo 49 CE, la LIONDAU pone en conexión el objeto
 de la misma con lo dispuesto en otros artículos como son 9.2, 10 y 14 CE. Se trata de un hecho revelador pues manifiesta el interés del legislador por ubicar la LIONDAU dentro del sistema constitucional de derechos fundamentales,  plasmando así el modelo social en nuestra legislación. 
Esta norma entiende por igualdad de oportunidades «la ausencia de discriminación directa o indirecta, que tenga su causa en una discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, económica, cultural y social».

Concretamente, el artículo 8 regula las medidas de acción positiva con el fin garantizar la igualdad de derechos a todas las personas, ya que la aplicación de la misma en sentido estricto, supondría una restricción de derechos a distintos colectivos en los que concurriesen circunstancias especiales que les colocase en situaciones más desfavorables que al resto. Es lo que el Tribunal Constitucional, ha reiterado repetidamente en su Jurisprudencia, dar un «trato igual a los iguales y desigual a los desiguales». 

Merece especial atención el principio de transversalidad que se proclama en la LIONDAU. La misma lo define como aquel en virtud del cual «las actuaciones que desarrollan las Administraciones Públicas no se limitan únicamente a planes, programas y acciones específicos, pensados exclusivamente para estas personas, sino que comprenden las políticas y líneas de acción de carácter general en cualquiera de los ámbitos de actuación pública, en donde se tendrán en cuenta las necesidades y demandas de las personas con discapacidad». 

Así pues, la transversalidad consiste en una estrategia dirigida a incorporar las políticas específicas de igualdad de oportunidades en aquellas generales de transporte, salud, servicios sociales, empleo, juventud, turismo, etc. Su carácter es de globalidad e integridad, abarcando mucho más que la incorporación de las políticas específicas sobre discapacidad en el ámbito de las políticas generales, requiriendo un verdadero cambio y una reorganización a todos los niveles. Por tanto, su aplicación en la materia objeto de esta obra, la inclusión de las personas con discapacidad en la Universidad, cobra especial interés, debido a la diversidad de Vicerrectorados que deben llevar a cabo las distintas acciones para garantizar la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad en la institución académica.
1.4. Legislación universitaria

A principios de los años 90 algunas Universidades empezaron a prestar servicios dirigidos a estudiantes con discapacidad, generalmente a demanda, sin ninguna actuación planificada. Entre las Universidades pioneras destacaron Granada, Valencia, Murcia y Cantabria. Por aquel entonces, sólo se hacía una vaga referencia a la integración de estudiantes con discapacidad en la Ley de Integración Social de Minusválidos del año 1982, pero ninguna en la Ley de Reforma Universitaria del año 1983 ni en los Estatutos de las Universidades. 

A lo largo de la década de los noventa se irían incorporando más Universidades, si bien hubo que esperar al año 2001, fecha en la que se promulgó la nueva Ley Orgánica de Universidades, para que una norma de cabecera del sistema universitario hiciera mención expresa a la integración de este colectivo. Lo hizo de forma sucinta, reconociendo el derecho a la igualdad de oportunidades y no discriminación por motivos de discapacidad e incluyendo una disposición adicional específica, que a su vez se remitía a la LISMI (anteriormente citada) y a la Ley de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE). 

Esta regulación sí tuvo una repercusión enorme pues, aprovechando que la Ley Orgánica de Universidades obligaba a las Universidades a dotarse de nuevos Estatutos, el Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI) envió a cada Universidad una serie de recomendaciones para que introdujeran en los mismos, disposiciones que recogieran los derechos de este alumnado. Tal fue el éxito que tuvo la iniciativa, que al finalizar el proceso de renovación de Estatutos, 44 de las 48 Universidades públicas habían contemplado alguna disposición en sus Estatutos dedicada a la integración de personas con discapacidad en su respectivas Universidades, a la que posteriormente haremos referencia. 

Seis años después se daría un paso aún mayor con la modificación de dicha norma de cabecera, a través de la Ley Orgánica 7/2007, de 12 de abril, de Modificación de la Ley Orgánica de Universidades (LOMLOU). Entre las inclusiones más importantes añadidas a las establecidas anteriormente podemos encontrar:

· Establecimiento de programas de becas y ayudas; y medidas de exención parcial o total del pago de los servicios académicos con especial atención a una serie de colectivos, entre ellos el alumnado con discapacidad.

· Entre los derechos, se incluye el reconocimiento académico a los estudiantes por su participación en actividades universitarias culturales, deportivas, de representación estudiantil, solidarias y de cooperación.

· Se promueve la puesta en marcha conjunta, entre las AAPP competentes y las respectivas Universidades, de programas específicos para que las personas con discapacidad puedan recibir ayuda personalizada, los apoyos y las adaptaciones en el régimen docente.

· Se impone a las Universidades el mandato de elaborar un Plan que de cumplimiento a las disposiciones contenidas en la Disposición Adicional 24ª, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la Ley, y previa consulta de los movimientos representativos de la discapacidad;  disposición que pasamos a resumir:

· Las Universidades están obligadas a garantizar la igualdad de oportunidades de los estudiantes y demás miembros de la comunidad universitaria con discapacidad, proscribiendo cualquier forma de discriminación y estableciendo medidas de acción positiva.

· Los estudiantes y demás miembros de la Comunidad Universitaria no podrán ser discriminados por razón de su discapacidad en el acceso, ingreso, la permanencia y el ejercicio de los títulos académicos.

· Se han de establecer los medios, apoyos y recursos que aseguren la igualdad real y efectiva de oportunidades.

· Los edificios, instalaciones y dependencias de las Universidades, incluidos también los espacios virtuales, así como los servicios, procedimientos y el suministro de información, deben ser accesibles.

· Todos los planes de estudios propuestos por las Universidades deben tener en cuenta los principios de accesibilidad universal y diseño para todos, en consonancia con el artículo 10 de la LIONDAU.

· Se establece la exención total de precios públicos en los estudios conducentes a la obtención de un título universitario, en cumplimiento del artículo 30 de la LISMI. 

Por último, en materia normativa, el avance más importante en este campo en los últimos años se ha producido tras la aprobación del  Estatuto del Estudiante Universitario, por cuanto desarrolla de modo positivo los mandatos de inclusión establecidos en la Ley Orgánica de Universidades y en la Ley Orgánica de Modificación vistas anteriormente. De este modo, incorpora las medidas y apoyos necesarios para garantizar la igualdad de oportunidades de los estudiantes universitarios con discapacidad, tal y como establece la legislación sobre discapacidad (CE, CIDPD, LIONDAU).

Este Estatuto fue aprobado por Real Decreto 1791/2010, de 30 de diciembre, entrando en vigor el 1 de enero de 2011. Tiene su origen en el artículo 27 de la Constitución que regula el derecho a la educación (concretamente en los párrafos 5 y 7 referidos a la participación del alumnado en el control y gestión de las instituciones educativas mantenidas con fondos públicos y en la programación general de la enseñanza), así como en la LOMLOU.

El ámbito de aplicación de la norma se extiende a estudiantes tanto de las Universidades públicas como de las Universidades privadas, pertenecientes a los tres ciclos universitarios (Grado, Máster y Doctorado). 
Uno de los principios que rige el Estatuto del Estudiante Universitario es el que todos los estudiantes universitarios, independientemente de su procedencia, tienen el derecho a que no se les discrimine por razón de su discapacidad ni tampoco por motivos de enfermedad. Esto se traduce en que se deben articular las medidas y apoyos necesarios para garantizar la igualdad de oportunidades, de modo que, la falta de recursos no se traduzca en una discriminación indirecta en el acceso y permanencia en los estudios universitarios.

Además, esta norma recoge una serie de derechos y prestaciones dirigidas al alumnado con discapacidad que, por tanto, deben acabar concretados mediante políticas puestas en marcha por las Universidades con el apoyo del resto de Administraciones Públicas. Entre los derechos generales de los estudiantes universitarios que inciden en la discapacidad destacan los siguientes:

· A la igualdad de oportunidades en el acceso y permanencia en la Universidad.
· A que las Universidades promuevan programas de información y orientación dirigidos a sus futuros estudiantes que favorezcan la transición activa a la Universidades, enfocados hacia una mejor integración en sus estructuras. 
· Al asesoramiento y asistencia por parte de profesores, tutores y servicios de atención al estudiante.

· A la información y orientación vocacional, académica y profesional.

· A obtener reconocimiento académico por su participación en actividades solidarias. 
Además de estos derechos generales reconocidos para todos los ciclos universitarios, a continuación la norma concreta derechos, por cada ciclo universitario:

· Entre los derechos específicos de los estudiantes de Grado sobresale el derecho a recibir orientación y tutoría personalizadas en el primer año y durante los estudios, para facilitar la adaptación al entorno universitario y el rendimiento académico, debiendo extenderse a la fase final de la titulación con la finalidad de facilitar su incorporación laboral, el desarrollo profesional y la continuidad de la formación universitaria.

· En el caso de los estudiantes de Máster, se formula el mismo derecho en cuanto a orientación y tutoría personalizada, incorporándose en el texto, que en el tramo final de los estudios se prestará especial apoyo para la iniciación de la investigación. Asimismo tienen el derecho a disponer de la posibilidad de realizar prácticas curriculares y extracurriculares. 
· Por último, en referencia a los estudiantes de doctorado, éstos tienen derecho a un tutor que oriente su proceso formativo, con independencia de la orientación que les preste su Director de Tesis.

Por otra parte, el Estatuto establece en su artículo 12, que para la plena efectividad de derechos recogidos en los artículos que regulan los derechos de los estudiantes, tanto a nivel general como de los diferentes niveles universitarios, las Universidades establecerán los recursos y adaptaciones necesarias para que los estudiantes con discapacidad puedan ejercerlos en igualdad de condiciones que el resto de estudiantes, sin que ello suponga disminución del nivel académico exigido. 

También se establece la movilidad nacional e internacional de este colectivo, ordenando que, las Administraciones y las Universidades promuevan la participación en programas de movilidad, nacionales e internacionales, de estudiantes con discapacidad, aprobando los cupos pertinentes y garantizando la financiación suficiente en cada caso, así como los sistemas de información y cooperación entre las Unidades de atención a estos estudiantes. Una de las materias que sigue sin resolverse en esta cuestión es la de determinar quien debe asumir el coste de los recursos dispensados a alumnos provenientes de programas de movilidad –tanto nacional como internacional- que reciben las Universidades. Generalmente lo asumen las Universidades receptoras, pero en algunos casos, es la Universidad emisora la que corre con los gastos, de modo que no existen unos criterios comunes de financiación al respecto.
En relación a la tutorización, se da un salto cualitativo en esta materia, todo ello sobre la base de tres medidas relevantes. La primera es que los Departamentos, en coordinación con el servicio de atención a la discapacidad, deberán realizar las adaptaciones metodológicas precisas; la segunda es que se deberán establecer tutorías específicas en función de sus necesidades, y por último, se deberán promover programas de tutoría permanente para que el estudiante con discapacidad pueda disponer de un profesor tutor a lo largo de sus estudios. 

Con respecto a las evaluaciones, éstas deberán adaptarse a las necesidades de los estudiantes con discapacidad, procediendo los centros y los departamentos a las adaptaciones metodológicas, temporales y espaciales precisas. 

Otra serie de disposiciones fomentan la accesibilidad en aspectos tales como la comunicación de las calificaciones, las instalaciones e información accesible en cualquier proceso electoral, instalaciones deportivas, residencias y colegios mayores, etc. 

De otro lado, uno de los grandes programas dentro del sistema universitario español, es el de becas y ayudas, regulado en el Capítulo IX del Estatuto. En él se establece el derecho de los estudiantes a participar en programas de becas y ayudas, así como a recibir cobertura en determinadas situaciones, siempre bajo el principio general de que ningún estudiante tenga que renunciar a sus estudios universitarios por razones económicas, atendiendo dichos programas a los principios de suficiencia y equidad. 

Debemos destacar de manera especial, la inclusión de un capítulo específico, el decimoquinto, que prevé por parte de cada Universidad la puesta en marcha de unidades de atención al estudiante como herramienta complementaria en la formación integral del mismo. Éstas podrán ofrecer información y orientación en ámbitos como la elección de estudios, estrategias de aprendizaje, itinerarios formativos y salidas profesionales, becas y ayudas al estudio, asesoramiento sobre derechos, asesoramiento psicológico, asociacionismo y participación e igualdad de trato entre hombres y mujeres. 

Asimismo, dispone específicamente que las Universidades potenciarán y propondrán la creación y mantenimiento de servicios de transporte adaptado para los estudiantes con dificultades de movilidad, así como que cada una de ellas fomentará la creación de servicios de atención a la comunidad universitaria con discapacidad mediante el establecimiento de una estructura que haga factible la prestación de los servicios requeridos por este colectivo. 

Por último, se promueve la accesibilidad de herramientas y formatos con el objeto de que los estudiantes con discapacidad cuenten con las mismas condiciones y oportunidades a la hora de formarse y acceder a la información. Se incluyen las páginas Web y medios electrónicos de las enseñanzas y de las Universidades a distancia, en cumplimiento de la Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico.
No obstante, la Administración educativa no ha sido la única en regular la atención a la discapacidad. Tal y como se avanzó en líneas anteriores, la inclusión de varios preceptos sobre discapacidad en la Ley Orgánica de Universidades del año 2001, unido a la acción del CERMI dirigiéndose con una serie de propuestas a cada una de las Universidades cuando se encontraban redactando sus Estatutos, tuvo una gran trascendencia, ya que prácticamente la totalidad de las Universidades públicas con docencia conducente a la obtención de títulos de primer y segundo ciclo, recogieron en sus Estatutos disposiciones que abordaban la inclusión de estudiantes con discapacidad. 

A continuación, pasamos a enumerar algunas de las singularidades de dicha regulación
:
1. Algunas Universidades incluyeron entre sus principios u objetivos generales de actuación, la atención a personas con discapacidad. Dichos principios deben marcar la interpretación del resto del articulado, y los objetivos orientar la actuación de los diferentes órganos de la Universidad.

2. Se reconoce el derecho del alumnado con discapacidad a la igualdad de oportunidades  y no discriminación por razón de discapacidad, y al establecimiento por parte de las Universidades de medidas de acción positiva.

3. Asimismo, algunos Estatutos establecen la puesta en marcha de unidades de atención a los estudiantes con discapacidad, o de servicios específicos para este colectivo (asistencia social, inserción laboral, asesoramiento, orientación, tutorización, ILSE, voluntariado, etc.).

4. Algunos Estatutos marcan el establecimiento de programas de ayudas y becas.

5. Algunas Universidades proclaman el derecho a disponer de unas instalaciones adecuadas y edificios accesibles, extendiéndose dicha accesibilidad a la información, mediante Intérpretes de Lengua de Signos o páginas web accesibles.

6. Otras Universidades establecen la reserva de un cupo de plazas en las Ofertas de Empleo Público de su Universidad dirigidas a personas con discapacidad.
7. Especial mención merece el hecho de que algunos Estatutos, incluyan el reconocimiento expreso a todos los miembros de la Comunidad Universitaria con discapacidad, extendiendo por tanto el mandato de la Ley Orgánica de Universidades de 2001 al Personal Docente e Investigador y al Personal de Administración y Servicios. Más tarde, la  LOMLOU ampliará también sus medidas a toda la Comunidad Universitaria.

8. Por otro lado, algunas Universidades prevén que sus actividades de ocio y extensión universitaria, estén adaptadas para que puedan disfrutar también de ellas los alumnos con discapacidad (actividades deportivas y culturales, viajes, etc.).

9. En relación con las adaptaciones al estudiante, existen Estatutos y Reglamentos Universitarios que establecen medidas de adaptación, sobre todo de tiempo y forma en los exámenes, así como de apoyo en el ámbito de la docencia y la evaluación. Algunas Universidades crearon una comisión para llevarlas a cabo. Los procedimientos para su realización, en algunos casos, han sido desarrollados por vía reglamentaria, y en otros se realizan “de facto”. 

Como hemos podido comprobar, existe una amplia y variada legislación que regula la discapacidad en la Universidad, garantizando los recursos humanos y técnicos para lograr la igualdad de oportunidades y no discriminación de los estudiantes con discapacidad en el acceso y permanencia a los estudios universitarios. También podemos observar como muchas de estas actuaciones deben ser desarrolladas por el personal técnico, cuyo papel se resaltará en líneas posteriores. 
CAPITULO II. DATOS ESTADÍSTICOS SOBRE LA PRESENCIA DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN LA UNIVERSIDAD

Mediante el presente capítulo
 pretendemos realizar un breve acercamiento a los datos estadísticos sobre la presencia de personas con discapacidad en la Universidad. Cabe advertir la escasez de datos a este respecto, debiendo acudir a fuentes del Ministerio de Educación o a la explotación de datos de la Encuesta sobre Discapacidades, Autonomía Personal y situaciones de Dependencia (elaborada por el Instituto Nacional de Estadística en el año 2008). 

Según la Encuesta sobre Discapacidades, Autonomía Personal y situaciones de Dependencia (en adelante EDAD), de los casi 3,9 millones de personas con discapacidad, 198.600 tienen estudios universitarios o equivalente finalizados, esto es, sólo un 5,16% de la población con discapacidad logra obtener un título universitario. Hay que tener en cuenta, que en esta encuesta se analiza la población con discapacidad desde la edad temprana (0-3 años) hasta edades avanzadas (más de 100 años).

Si se analiza la población entre 6 y 64 años el porcentaje alcanza el 7,91%, siendo sólo el 0,84% en la población entre 6 y 24 años. Estos datos ponen de manifiesto la dificultad de la población con discapacidad para alcanzar el nivel de formación superior y la lentitud temporal con la que consiguen finalizar sus estudios. 

No obstante, el acceso y consecución de estudios de educación secundaria y de estudios superiores ha aumentado en los últimos años. Si en el año 1999, sólo el 13,12% de las personas con discapacidad comprendidas en el tramo de edad de 6 a 64 años tenía estudios de secundaria, en 2008 comprobamos como se ha incrementado en más de 2 puntos, situándose en el 15,37%. En el caso de estudios superiores, el incremento es mayor, pasando del 3,60% en 1.999 al 7,91% en el año 2.008. 

Tabla 4. Tabla comparativa EDDES-EDAD sobre educación secundaria y universitaria
	
	EDDES 99
	EDAD 08

	Finalizan Estudios de Educación Secundaria
	13,12 %
	15,37 %

	Finalizan Estudios Universitarios
	3,60 %
	7,91 %


Fuente: “Las Políticas sobre la Discapacidad en el Sistema Universitario Español”. Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (MECD). 2011

También podemos observar como en el tramo de edad comprendido entre los 25 y los 64 años el número de mujeres con discapacidad que tiene estudios universitarios es superior al de los hombres, invirtiéndose a partir de los 65 años a favor de los hombres. En términos absolutos, son más las mujeres con discapacidad con estudios superiores -101.800- que los hombres -96.700-.

	Tabla 5. Población con discapacidad con estudios universitarios o equivalentes
Según edad y sexo (en miles de personas)


	
	TOTAL
	Hombres
	Mujeres

	De 6 a 24 años
	1,3
	0,7
	0,5

	De 25 a 44 años
	47,6
	19,5
	28,2

	De 45 a 64 años
	74,1
	33,7
	40,4

	De 65 a 79 años
	46,9
	26,2
	20,7

	De 80 y más años
	28,7
	16,7
	12

	TOTAL
	198,6
	96,7
	101,8

	Fuente: “Las Políticas sobre la Discapacidad en el Sistema Universitario Español”. MECD. 2011



De las 1.064.000 personas que tienen alguna clase de estudios terminados, desde primaria a estudios universitarios, vemos que el 62% se concentran en estudios de primaria y secundaria, siendo en total 660.400 personas. El número de personas entre 25 y 64 años que están en posesión de un título universitario alcanza los 121.700.
A la hora de analizar los datos relativos, para lo que hemos seleccionado dos tramos de edad, de los 25 a los 44 años y de los 45 a los 64 años, hemos constatado el avance significativo de la formación en las personas con discapacidad. En el tramo de edad mayor, el 70% sólo tiene estudios de primaria o de secundaria, mientras que en el tramo de edad más joven, ese mismo tipo de estudios, lo tienen el 53,93%, es decir, se reduce en catorce puntos porcentuales aproximadamente. Analizando la población con estudios de bachillerato, enseñanzas profesionales de grado medio o superior y las enseñanzas universitarias, en el tramo de edad mayor es del 24,6%, mientras que en el tramo de edad más joven, del 37,43%. Así pues, de un tramo de edad a otro, se ha incrementado el porcentaje de personas con discapacidad con estudios universitarios, pasando del 7,80% para el tramo de edad mayor al 10,48% para el tramo de edad más joven. 

En cuestión de género, podemos observar la evolución que han experimentado las mujeres con discapacidad pues teniendo, al igual que los hombres con discapacidad, un mayor acceso a la formación, el incremento porcentual ha sido significativo con respecto al de ellos. Un dato llamativo es que mientras las mujeres con discapacidad de un tramo de edad a otro (del mayor al más joven) ha sufrido un incremento porcentual de más de 6 puntos en relación a la posesión de un título universitario, en el caso de los hombres con discapacidad ha descendido, bajando casi medio punto porcentual. 

Sin embargo, pese a haberse producido un avance significativo, todavía queda mucho por hacer hasta alcanzar la cifra del 24,10% de la población general que se encuentra en posesión de un título universitario. 
Tabla 6. Población con discapacidad según su nivel de estudios terminados por edad y sexo

	
	Términos relativos (%)

	
	De 25 a 44 años
	De 45 a 64 años

	
	H
	M
	H
	M

	No sabe leer o escribir
	9,97%
	7,03%
	4,13%
	6,38%

	Estudios primarios incompletos
	11,50%
	11,46%
	18,66%
	22,34%

	Estudios primarios o equivalentes
	24,67%
	21,62%
	36,66%
	35,12%

	Educación secundaria de 1ª etapa
	19,53%
	18,73%
	13,78%
	13,96%

	Estudios de bachillerato
	12,00%
	11,12%
	11,47%
	8,40%

	Enseñanzas profesionales de grado medio o equivalentes
	9,27%
	10,25%
	4,80%
	4,11%

	Enseñanzas profesionales de grado superior o equivalentes
	5,21%
	6,13%
	3,25%
	2,23%

	Estudios universitarios o equivalentes
	7,85%
	13,65%
	8,26%
	7,46%


Fuente: “Las Políticas sobre la Discapacidad en el Sistema Universitario Español”. MECD. 2011

En relación a la tasa de actividad de las personas con discapacidad en edades comprendidas entre los 16 y los 64 años, el 28,29% se encuentra trabajando, el 7,21% en situación legal de desempleo, el 41,04% percibe una pensión (contributiva o no contributiva), el 5,88% está incapacitado para trabajar, y el 17,58% se encuentra inactivo. 

Si hacemos un cruce de datos a nivel autonómico, entre las personas con discapacidad que se encuentran trabajando y las que poseen un título universitario, podemos afirmar que aquellas Comunidades Autónomas con mayor número de titulados universitarios con discapacidad –en relación a su población con discapacidad- cuentan con un mayor número de trabajadores con discapacidad en activo (Navarra, País Vasco, La Rioja, Castilla y León, Cataluña). También se pueden apreciar las diferencias en cuanto a riqueza de la Comunidad Autónoma, ya que en la Comunidad de Madrid el 39,94% de las personas con discapacidad trabajan (el 13,26% tiene estudios universitarios, más de cinco puntos porcentuales superior a la media). El caso contrario lo encontramos en Cantabria, en la que del 11,64% de personas con discapacidad con estudios universitarios (casi cuatro puntos por encima de la media), sólo el 22,74% trabaja (seis puntos por debajo de la media). 

Tabla 7. Porcentaje de personas con discapacidad según su tasa de actividad por CCAA, 

edad (16 a 64 años) y estudios universitarios

	Comunidades Autónomas
	Trabajando
	Estudios Universitarios

	Andalucía
	21.92%
	7,20%

	Aragón
	35.41%
	8,35%

	Asturias
	19.76%
	5,56%

	Baleares
	21.90%
	6,71%

	Canarias
	15.87%
	4,45%

	Cantabria
	22.74%
	11,64%

	Castilla y León
	31.13%
	8,32%

	Castilla – La Mancha
	29.30%
	5.10%

	Cataluña
	31.71%
	8.44%

	Comunidad Valenciana
	30.70%
	7.63%

	Extremadura
	24.49%
	5.50%

	Galicia
	23.74%
	4.20%

	Comunidad de Madrid
	39.94%
	13.26%

	Región de Murcia
	27.74%
	5.16%

	Navarra
	36.19%
	8.46%

	País Vasco
	31.15%
	11.59%

	La Rioja
	31.77%
	9.92%

	TOTAL
	28,29%
	7,91%

	Fuente: “Las Políticas sobre la Discapacidad en el Sistema Universitario Español”. MECD. 2011



El número total de estudiantes universitarios con discapacidad en el sistema universitario español (Universidades públicas), referidos al curso académico 2010/2011, es de 16.272. Desagregados por Comunidades Autónomas, aquellas con más estudiantes con discapacidad son Andalucía (2.110), Comunidad Valenciana (1.726), Comunidad de Madrid (1.273), Cataluña (1.115) y Región de Murcia (842), y las que menos tienen son Extremadura (111), Cantabria (56), Navarra (53) y La Rioja (45).
En relación con las Universidades, la Universidad que más estudiantes con discapacidad tiene matriculados es la UNED con 6.421, representando el 39,44 % del total, seguida de las Universidades de Valencia (882), Murcia (766), Complutense de Madrid (635), Sevilla (499) y Málaga (449). Las que menos tienen son las Universidades de Burgos (59), Cantabria (56), Lleida (52) y La Rioja (45). 

CAPÍTULO III. EXENCIÓN DE PRECIOS PÚBLICOS UNIVERSITARIOS

Una de las medidas más importantes que se han adoptado en los últimos años en relación con los estudiantes universitarios con discapacidad ha sido el reconocimiento de la exención del pago de los precios públicos universitarios. Esta medida tiene su origen en el artículo 30 de la Ley 13/1982, de 30 de abril, de Integración Social de Minusválidos (LISMI), que establece el derecho a la gratuidad de la enseñanza, en las instituciones de carácter general, en las de atención particular y en los centros especiales. 

No obstante, durante un largo período de tiempo que se extiende a las décadas de los ochenta y noventa, se estimaba que el alcance de esta norma en su aplicación se limitaba a la educación obligatoria y al bachillerato, excluyendo los estudios superiores. Fue entonces cuando varios estudiantes con discapacidad llevaron ante los Tribunales a sus respectivas Universidades, demandando que sus estudios universitarios tuvieran el carácter de gratuitos, en virtud del artículo anteriormente referido. Como consecuencia de aquello, a principios de la década del 2000, algunas Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia (Madrid, Valencia) se pronunciaron a favor de extender el alcance del artículo 30 de la LISMI a los estudios superiores.
Sin embargo, antes de dictarse estas sentencias, ya existían Comunidades Autónomas que eximían parcial o totalmente de los precios públicos a sus estudiantes con discapacidad. Entre ellas, se encontraban, las Comunidades Autónomas de Andalucía e Islas Baleares que eximían de la primera matrícula pero la segunda se debía abonar por el importe de la primera, o la Comunidad Autónoma de Extremadura, donde no se abonaba la primera matrícula y la segunda tenía una reducción del 20%. En el caso de la Comunidad Valenciana, para las personas con discapacidad con un grado comprendido entre 33% y 65%, la exención iba supeditada al nivel de renta de la persona con discapacidad o de la unidad familiar a la que pertenecía, si bien, para las personas con discapacidad con un grado superior al 65% se aplicaba automáticamente. Por el contrario, en Comunidades Autónomas como Galicia o La Rioja no se establecía exención alguna.
Así pues, podemos observar como en la primera parte de la década del 2000 existía una gran heterogeneidad en cuanto a la aplicación de la exención de precios públicos universitarios. 

Toda esta heterogeneidad en la aplicación de la exención de precios públicos cambia en el año 2007 a raíz de la aprobación de la Ley Orgánica de Modificación de la Ley Orgánica de Universidades (LOMLOU). Esta norma modifica el artículo 45.2 que queda redactado de la siguiente manera «Con objeto de que nadie quede excluido del estudio en la Universidad por razones económicas, el Gobierno y las Comunidades Autónomas, así como las propias Universidades, instrumentarán una política de becas, ayudas y créditos para el alumnado y, en el caso de las Universidades Públicas, establecerán asimismo, modalidades de exención parcial o total del pago de los precios públicos por prestación de servicios académicos. En todos los casos, se prestará especial atención a las personas con cargas familiares, víctimas de la violencia de género y personas con dependencia o discapacidad, garantizando así su acceso y permanencia a los estudios universitarios».  Además amplia lo establecido en la Disposición Adicional 24ª de la Ley Orgánica de Universidades (LOU), dedicada a la inclusión de este colectivo en la Universidad, reconociendo que «los estudiantes con discapacidad, considerándose por tales aquellos comprendidos en el artículo 1.2 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad tendrán derecho a la exención total de tasas y precios públicos en los estudios conducentes a la obtención de un título universitario».

Así pues, con estas dos incorporaciones a la Ley Orgánica de Universidades, se plasman igualmente, los pronunciamientos de los Tribunales de Justicia sobre el alcance del artículo 30 de la LISMI, reconociendo el legislador la gratuidad de los precios públicos conducentes a la obtención de un título universitario. 

Tras esta reforma legislativa, a partir del curso académico 2007/2008, las Comunidades Autónomas asumieron este mandato legal, de modo que se homogeneizó esta medida en favor de la exención de precios públicos universitarios a estudiantes con discapacidad. 

En relación al curso académico actual, 2012/2013, hemos de señalar que todas las Comunidades Autónomas reconocen el mandato LOU, en las diferentes normas que fijan los precios públicos y tasas a satisfacer por la prestación de servicios académicos y administrativos universitarios para el presente curso. En cuanto los elementos característicos de esta exención, su alcance y algunas peculiaridades, debemos comenzar advirtiendo que en la actualidad, conviven planes de estudios distintos en cada una de las Titulaciones. Con la puesta en marcha de las nuevas titulaciones de Grado y Posgrado, emanadas del Espacio Europeo de Educación Superior, se observa como éstas coexisten con titulaciones universitarias llamadas a extinguirse (Licenciaturas y Diplomaturas). Esta distinción queda recogida en la normativa autonómica analizada, en la que se fijan los precios públicos de los Grados, Másteres Oficiales y Doctorado, todos ellos créditos ECTS, así como los precios de los créditos de las Licenciaturas y Diplomaturas. Con independencia de ello, el alcance de la exención de precios públicos abarca todas estas titulaciones, en cumplimiento del mandato contenido en la LOU. Las personas beneficiarias de esta exención, son aquellos/as estudiantes que tengan reconocido un grado de discapacidad igual o superior al 33%. Deberán acreditarlo mediante el certificado de discapacidad emitido por el órgano autonómico competente para su concesión. 

En cuanto a las particularidades contenidas en la normativa autonómica, algunas Comunidades Autónomas, como es el caso de Asturias, Cantabria, Cataluña, Comunidad Valenciana, Extremadura, La Rioja, País Vasco y UNED establecen que los importes de los precios públicos por servicios académicos no satisfechos por los alumnos beneficiarios serán compensados por parte de la Comunidad Autónoma a la Universidad, o por la Administración General del Estado en el caso de la UNED. 

Sin embargo, cabe advertir que en materia de compensación, existe actualmente un conflicto competencial ya que algunas CCAA que no abonan esta compensación a las Universidades, lo hacen sobre la base de que debe ser el Estado el obligado a ello al haberlo regulado mediante la LOMLOU y no ellas. En consecuencia, esgrimen que debiera ser el Estado quien compensase directamente a las Universidades mediante la transferencia directa de tales cantidades.  Por tanto, en esta situación, existen dos Administraciones implicadas: el Estado que regula la gratuidad en la LISMI y en la Ley Orgánica de Modificación de la Ley Orgánica de Universidades (LOMLOU) y por otro, las CCAA que, en virtud del art. 81.3 LOU, fija los precios públicos. Ante tal situación, urge un acuerdo entre Estado, CCAA y Conferencia de Rectores de las Universidades Españolas (CRUE) para determinar finalmente la Administración encargada de asumir dicho gasto. 
Por otra parte, algunas Comunidades Autónomas como Cantabria, Castilla – La Mancha y Extremadura, disponen que para ser beneficiario de esta exención, anteriormente los estudiantes con discapacidad deben haber solicitado una beca general del Ministerio o de la Comunidad Autónoma, y en caso de denegación, tendrán derecho a la misma. La normativa autonómica de estas tres Comunidades Autónomas establece que todo aquel beneficiario de una beca, queda exento de satisfacer los precios públicos de matrícula.

En relación a la primera matricula, donde la gran mayoría de Universidades exigen la matriculación en un número determinado de créditos –generalmente todo el primer curso-, las Comunidades de Madrid, Baleares y País Vasco, eximen a los estudiantes con discapacidad de esa obligación. Es una cuestión que se tendrá que ir extendiendo al resto de Comunidades Autónomas, ya que muchos estudiantes con discapacidad, requieren más tiempo para cursar sus estudios universitarios. La justificación legal de esta medida la encontramos en la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que obliga a realizar ajustes razonables en el ámbito educativo.

Debemos resaltar el caso del País Vasco, que en su Orden de precios públicos universitarios para el curso académico que nos ocupa, incorpora un Capítulo de Ayudas al Transporte Adaptado para Estudiantes Universitarios con Discapacidad. Igualmente, en su artículo 9 establece una ayuda especial para estudiantes afectados de una discapacidad, permitiéndoles a aquellos con una discapacidad igual o superior al 65% reducir su carga lectiva hasta en un 50%, sin reducción alguna en la cuantía de las ayudas. Además, determina que quienes opten por la matrícula completa obtendrán un incremento del 50% en todos los componentes de beca que les correspondan, a excepción de la exención de precios públicos. 

Para finalizar, en la siguiente tabla se recogen las normas autonómicas que regulan las exenciones anteriormente citadas, así como sus correspondientes publicaciones en los Boletines Oficiales. 
Tabla 8. Normas reguladoras de la exención de precios públicos en el curso académico 12/13
	CURSO ACADÉMICO 2012/13

	Comunidad Autónoma
	Normativa
	Publicación

	Andalucía
	Decreto 333/2012, de 17 de julio
	BOJA 148 (29-07-12)

	Aragón
	Decreto 180/2012, de 17 de julio
	BOA 140 (19-7-12)

	Asturias (Principado de)
	Decreto 152/2012, de 4 de julio
	BOPA 155 (5-7-12)

	Balears (Illes)
	Decreto 54/2012, de 13 de julio
	BOIB 101 (14-07-12)

	Canarias
	Decreto 62/2012, de 11 de julio
	BOC 141 (19-07-12)

	Cantabria
	Orden ECD/92/2012, de 26 de julio
	BOC 28 (31-07-12)

	Castilla y León
	Decreto 25/2012, de 5 de julio
	BOCyL 130 (9-07-12)

	Castilla – La Mancha
	Orden de 13 de Julio de 2012
	DOCM 139 (17-7-12)

	Cataluña
	Decreto 77/2012, de 10 de julio
	DOC 6169 (12-7-12) 

	Comunitat Valenciana
	Decreto 110/2012, de 6 de julio
	DOCV 6814 (9-7-12)

	Extremadura
	Decreto 143/2012, de 20 de julio
	DOE 144 (26-07-12)

	Galicia
	Decreto 154/2012, de 12 de julio
	DOC 135 (16-7-12)

	Madrid (Comunidad de)
	Decreto 66/2012, de 5 de julio
	BOCM 160 (6-7-12)

	Murcia (Región de)
	Orden de 31 de julio de 2012
	BORM 180 (4-8-12)

	Navarra (Comunidad Foral de)
	Resolución 442/2012, de 13 de julio
	BON 141 (18-07-12)

	País Vasco
	Orden de 3 de julio de 2012
	BOPV 137 (13-07-12)

	La Rioja
	Orden de 31 de agosto de 2012
	BOR (7-09-12)

	UNED
	Orden ECD/1807/2012 
	BOE 194 (14-08-12)

	Alcance
	Beneficiarios

	Diplomaturas
Licenciaturas
Grados EEES
Máster Oficial EEES
Doctorado
	Estudiantes con un grado de discapacidad igual o superior al 33%
Deberán acreditarlo con el certificado de discapacidad emitido por el Centro de Valoración de su Comunidad Autónoma

	Sobre todas las matriculas
	


Fuente: Elaboración propia a través del estudio de la normativa
CAPITULO IV. Fuentes de financiación de los servicios de atención a estudiantes con discapacidad
El sistema financiación de la Universidad Pública en España se basa en un proceso de negociación entre las Universidades y la Administración, principalmente autonómica, debido al proceso de descentralización de la educación superior llevado a cabo a finales de los años ochenta. De este modo, las Universidades públicas españolas pasaron de ser financiadas únicamente por la Administración central a ser transferidas a las distintas Administraciones autonómicas, las cuales desarrollaron diversos modelos de financiación en aras a una adecuada asignación de recursos a las Universidades. De ahí que la mayor parte de los ingresos de las Universidades se produzcan como consecuencia de las transferencias de la Administración, en especial la autonómica. Tal y como afirma Osuna Carrillo de Albornoz
, en el caso de las Universidades públicas, más del 80% de su financiación procede de los presupuestos públicos y, en última instancia, de los impuestos que pagan los contribuyentes.

Mediante el análisis de los presupuestos de las 24 Universidades que nos remitieron el cuestionario sobre Servicios de Atención a Estudiantes con Discapacidad
, se constata que la mayor parte de esta financiación pública se destina al funcionamiento de la institución. En ellos podemos comprobar como la financiación externa dirigida a financiar gastos corrientes (gastos de personal, suministros de material, electricidad, intereses, arrendamientos, subvenciones o becas que otorgan,…), así como de capital (destinados a investigación, inversiones, infraestructuras tales como obras o equipamientos, movilidad,…) alcanza el 80,23% del total de ingresos.  Concretamente, un 87,84% de esa financiación externa (para gastos corrientes y de capital) procede de transferencias efectuadas por las Comunidades Autónomas. Por tanto, se observa con nitidez la importancia de la financiación externa que impera de manera abrumadora sobre el resto de financiación. Tras ella, le sigue la financiación propia de cada Universidad obtenida mediante servicios prestados tanto a la Comunidad universitaria como al exterior (precios públicos, venta de bienes, compensación por la utilización de infraestructuras, rendimientos patrimoniales, etc.) y que representa un 18,54%. Como se observa en el siguiente gráfico, el origen de esta financiación propia procede principalmente de los ingresos obtenidos por el cobro de tasas, servicios académicos, ingresos por cursos, prestación de servicios, etc. y que en los Presupuestos universitarios quedan comprendidos dentro del Capítulo III denominado «Tasas y otros ingresos». Por último, completa el mapa de la financiación universitaria los pasivos financieros que suponen el 1,22% del total de ingresos.
Grafico 1. Financiación Universidades Públicas
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Fuente: Elaboración propia
Concretamente, en lo que respecta a las transferencias corrientes (Capítulo IV), aunque dicha financiación básica sea propia de la Universidad, tal y como hemos podido comprobar, procede en un porcentaje muy elevado de fondos públicos externos. Se trata de financiación sobre la que la Universidad tiene autonomía en su gestión, y por ende, incide en la atención a la discapacidad ya que permite sufragar, entre otros, los gastos generados por el funcionamiento de un servicio o programa de atención a estudiantes con discapacidad. Por su parte, las transferencias de capital permiten sufragar gastos de infraestructuras, investigación, inversiones, etc., de modo que también pueden incidir en este colectivo si lo que se acometen son obras de accesibilidad o investigaciones específicas en la materia. Por tal motivo, estos objetivos debieran convertirse en criterios preferentes para el órgano responsable de estas transferencias. Concretamente, en la partida que la Comunidad Autónoma transfiere a las Universidades para infraestructuras y obras (Cap. VII, transferencias de capital), la Comunidad Autónoma debiera reservar una parte de la misma para obras de accesibilidad.
Sin embargo, cabe lamentar  que la actual situación de crisis económica está provocando una importante disminución de ingresos tanto del Estado como de las Comunidades Autónomas, lo que a su vez está dando lugar a considerables recortes y atrasos en el pago de la financiación acordada.

A continuación, se muestran una serie de tablas
 en función del ámbito territorial de cada una de las Universidades analizadas, en los que se resume el porcentaje total de ingresos clasificándolos en función de su origen.
Con respecto a la financiación de las cuatro Universidades andaluzas estudiadas,  en la siguiente tabla se observa la importancia de la financiación externa que alcanza el 82,5% de total (transferencias corrientes y de capital sin contar los pasivos), del que, en torno al 90% corresponde a transferencias efectuadas por la Comunidad Autónoma, seguida de la financiación propia de las cuatro Universidades que representa un 17%
.

Tabla 9. Financiación Universidades Andaluzas
	Financiación
	Porcentaje

	Tasas y otros ingresos
	16,56%

	Transferencias corrientes
	70,00%

	Ingresos patrimoniales
	0,45%

	Enajenación inversiones
	0,09%

	Transferencias de capital
	12,50%

	Activos financieros
	0,05%

	Pasivos financieros
	0,31%


En el caso de la Universidad de Zaragoza, de su Memoria Económica correspondiente al ejercicio 2011 se observa como la financiación externa supone el 76% de total (transferencias corrientes y de capital sin contar los pasivos), del que, en torno al 77% corresponde a transferencias efectuadas por la Comunidad Autónoma.  Por su parte, la financiación propia representa casi el 20% procedente principalmente de “Tasas y otros ingresos”, mientras que los pasivos financieros suponen el 4,08%.
Tabla 10. Financiación Universidad de Zaragoza
	Financiación
	Porcentaje

	Tasas y otros ingresos
	19,39%

	Transferencias corrientes
	55,80%

	Ingresos patrimoniales
	0,11%

	Enajenación inversiones
	0,00%

	Transferencias de capital
	20,60%

	Activos financieros
	0,00%

	Pasivos financieros
	4,08%


Por su parte, la Universidad de Cantabria obtuvo en dicho ejercicio una financiación externa del 80% del total de ingresos (transferencias corrientes y de capital), correspondiendo en un 81,5% a transferencias efectuadas por la Comunidad Autónoma, seguida de la financiación propia que representa entorno a un 20%
. Dentro de esta última, en el Capítulo III se reconocieron como derechos una cuantía de 22.633.355 €, alcanzando el 19% mientras que los ingresos patrimoniales  fueron del 1%.

Tabla 11. Financiación Universidad de Cantabria
	Financiación
	Porcentaje

	Tasas y otros ingresos
	19,00%

	Transferencias corrientes
	61,00%

	Ingresos patrimoniales
	1,00%

	Enajenación inversiones
	0,00%

	Transferencias de capital
	19,00%

	Activos financieros
	0,00%

	Pasivos financieros
	0,00%


Los Presupuestos aprobados para el año 2011 por la Universidad de Castilla La-Mancha contemplan una financiación externa del 80% del total de sus ingresos (transferencias corrientes y de capital), correspondiendo en un 91,9% a transferencias efectuadas por la Comunidad Autónoma (exclusivamente corrientes). Por su parte, la financiación propia representa entorno al 20% (incluye tasas, ingresos patrimoniales y activos financieros). 

Tabla 12. Financiación Universidad de Castilla – La Mancha
	Financiación
	Porcentaje

	Tasas y otros ingresos
	11,00%

	Transferencias corrientes
	74,00%

	Ingresos patrimoniales
	1,00%

	Enajenación inversiones
	0,00%

	Transferencias de capital
	6,00%

	Activos financieros
	8,00%

	Pasivos financieros
	0,00%


La financiación externa de la Universidad de Salamanca supone el 77% del total de ingresos (transferencias corrientes y de capital), correspondiendo en un 87,9% a transferencias efectuadas por la Comunidad Autónoma, según datos extraídos de sus Presupuestos para el año 2011. Por su parte, la financiación propia representa entorno a un 23% (incluye tasas, ingresos patrimoniales, enajenación de inversiones y activos financieros). Dentro de esta última, los ingresos inicialmente presupuestados en el Capítulo III ascienden a 41.781.898 €, representando el 18,4% del total de ingresos estimados.  
Tabla 13. Financiación Universidad de Salamanca
	Financiación
	Porcentaje

	Tasas y otros ingresos
	18,40%

	Transferencias corrientes
	66,01%

	Ingresos patrimoniales
	0,95%

	Enajenación inversiones
	0,02%

	Transferencias de capital
	10,96%

	Activos financieros
	3,65%

	Pasivos financieros
	0,00%


En cuanto a las dos Universidades catalanas objeto de estudio, cabe destacar una financiación externa (sin incluir pasivos financieros) del 81% del total de ingresos, correspondiendo un 81,7% de dicha financiación a transferencias efectuadas por la Comunidad Autónoma, seguida de la financiación propia de ambas Universidades que representa un 18,5%, procedente casi en su totalidad de “Tasas y otros ingresos”
.
Tabla 14. Financiación Universidades Catalanas
	Financiación
	Porcentaje

	Tasas y otros ingresos
	17,23%

	Transferencias corrientes
	66,90%

	Ingresos patrimoniales
	1,29%

	Enajenación inversiones
	0,00%

	Transferencias de capital
	14,16%

	Activos financieros
	0,00%

	Pasivos financieros
	0,39%


Con respecto a las Universidades madrileñas, en la siguiente tabla aparecen reflejados los ingresos de la Universidad Carlos III de Madrid, así como la Universidad Autónoma de Madrid, debido a la imposibilidad de encontrar los Presupuestos o Cuentas Anuales de la Universidad Complutense de Madrid correspondientes al ejercicio 2011. En ella podemos comprobar como la financiación externa (sin incluir pasivos financieros) alcanza el 72% del total de ingresos, correspondiendo un 77,58% a transferencias efectuadas por la Comunidad Autónoma, seguida de la financiación propia de ambas Universidades que representa un 25%. 
Tabla 15. Financiación Universidades Madrileñas
	Financiación
	Porcentaje

	Tasas y otros ingresos
	15,00%

	Transferencias corrientes
	56,49%

	Ingresos patrimoniales
	0,80%

	Enajenación inversiones
	0,00%

	Transferencias de capital
	15,42%

	Activos financieros
	9,00%

	Pasivos financieros
	3,00%


Las Universidades valencianas alcanzan una financiación externa del 79% de total (excluyendo los pasivos financieros), del que un 89,5% corresponde a transferencias efectuadas por la Comunidad Autónoma, seguida de la financiación propia de las cuatro Universidades que representa un 20%. 

Tabla 16. Financiación Universidades Valencianas

	Financiación
	Porcentaje

	Tasas y otros ingresos
	15,00%

	Transferencias corrientes
	70,70%

	Ingresos patrimoniales
	0,20%

	Enajenación inversiones
	0,00%

	Transferencias de capital
	8,60%

	Activos financieros
	0,00%

	Pasivos financieros
	5,30%


Por su parte, la financiación externa de la Universidad de Extremadura prevista en sus Presupuestos para 2011, alcanza el 80,5% del total de ingresos (transferencias corrientes y de capital), correspondiendo un 93% a transferencias efectuadas por la Comunidad Autónoma. En cuanto a la financiación propia representa entorno al 19,5% (incluye tasas e ingresos patrimoniales y activos financieros).
Tabla 17. Financiación Universidad de Extremadura
	Financiación
	Porcentaje

	Tasas y otros ingresos
	19,11%

	Transferencias corrientes
	68,54%

	Ingresos patrimoniales
	0,41%

	Enajenación inversiones
	0,00%

	Transferencias de capital
	11,91%

	Activos financieros
	0,03%

	Pasivos financieros
	0,00%


Los presupuestos de las Universidades de Santiago de Compostela y Vigo estiman una financiación externa del 80% del total de ingresos (sin incluir los pasivos financieros), correspondiendo un 89% a transferencias efectuadas por la Comunidad Autónoma, seguida de la financiación propia de ambas Universidades que representa un 18,7%. 

Tabla 18. Financiación Universidades Gallegas
	Financiación
	Porcentaje

	Tasas y otros ingresos
	14,56%

	Transferencias corrientes
	62,50%

	Ingresos patrimoniales
	0,20%

	Enajenación inversiones
	0,00%

	Transferencias de capital
	17,17%

	Activos financieros
	3,89%

	Pasivos financieros
	1,59%


Por su parte, los Presupuestos de 2011 aprobados por la Universidad del País Vasco, estiman una financiación externa del 88,95% del total de ingresos (transferencias corrientes y de capital), correspondiendo en un 100% a transferencias efectuadas por la Comunidad Autónoma, seguida de la financiación propia  que representa entorno a un 10,9%. 

Tabla 19. Financiación Universidad del País Vasco

	Financiación
	Porcentaje

	Tasas y otros ingresos
	10,60%

	Transferencias corrientes
	78,99%

	Ingresos patrimoniales
	0,31%

	Enajenación inversiones
	0,00%

	Transferencias de capital
	9,96%

	Activos financieros
	0,00%

	Pasivos financieros
	0,00%

	Consejo Social
	0,12%


Finalmente, los Presupuestos de 2011 de las Universidades de Murcia y Politécnica de Cartagena, contemplan una financiación externa que alcanza el 84,9% del total de ingresos (transferencias corrientes y de capital), correspondiendo un 95% a transferencias efectuadas por la Comunidad Autónoma, seguida de la financiación propia de ambas Universidades que representa entorno a un 15%. 

Tabla 20. Financiación Universidades Murcianas
	Financiación
	Porcentaje

	Tasas y otros ingresos
	14,00%

	Transferencias corrientes
	68,14%

	Ingresos patrimoniales
	0,53%

	Enajenación inversiones
	0,00%

	Transferencias de capital
	16,84%

	Activos financieros
	0,42%

	Pasivos financieros
	0,00%


Por último, junto a la financiación básica, existe la financiación condicionada a objetivos a través de los contratos-programa y que en materia de discapacidad, ha sido utilizada por las CCAA de Andalucía y Aragón, arrojando excelentes resultados en su aplicación.  
Concretamente, en Andalucía, entre los planes de apoyo financiados por la Consejería de Economía, Innovación, Ciencia y Empleo se distribuye anualmente unas dotaciones según el censo de estudiantes con discapacidad de sus Universidades. La dotación que se distribuyó en 2009 fue de 385.000 €. (Programa 4.2.J. “Universidades”, servicio 04, subconcepto ecº 441.46 “Proyectos estudiantiles y movilidad”), si bien desde dicha Dirección General nos confirmaron que fue similar en el año 2011. No obstante, además de esta cuantía, la Dirección General de Universidades destina un porcentaje de su financiación operativa vinculada a resultados al cumplimiento por parte de las Universidades de lo dispuesto en el II Plan de Acción Integral para las Personas con Discapacidad en Andalucía (PAIPDA) a través de los contratos-programas firmados con cada una de las Universidades. De esta forma, las Universidades andaluzas han de presentar una memoria de las actividades realizadas conforme a la ficha que les envía la Dirección General de Universidades y que contiene entre otros parámetros los siguientes: Nº de actividades de información preuniversitaria; nº de recursos pues al servicios de la comunidad universitaria con discapacidad; realización de censo de alumnado con discapacidad; nº de programas específicos elaborados según el tipo de discapacidad; plan especial de accesibilidad; pagina web accesible; elaboración de planes de formación; etc.
Además, la Dirección General de Personas con Discapacidad de la Consejería de Salud y Bienestar Social destina un presupuesto para programas y recursos dirigidos a estudiantes universitarios con discapacidad a través de la convocatoria anual de subvenciones de esta Consejería. El importe destinado a las Universidades andaluzas ascendió:
Tabla 21. Subvenciones a Universidades andaluzas
	Años
	Cuantía
	Programas a los que fue destinado
(ILSE´s, transporte adaptado, recursos, becas)

	Año 2008
	250.500,00 €
	Programas  de integración  de alumnos/as con discap., seminarios permanentes, título de experto en dependencia, congresos,

	Año 2009
	138.300,00 €
	Programas para favorecer la inclusión de alumnos/as con discap., intervención social hacia estudiantes/as con discap.

	Año 2010
	98.500,00 €
	Programas de integración de alumnos/as.

	Año 2011
	79.232,80 €
	Accesibilidad e integración  de universitarios/as con discapacidad y Experto en Dependencia Universidad de Granada.


Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios

Por su parte, el Gobierno de Aragón durante 2006 y 2007 financió medidas de apoyo para la inclusión de alumnos con discapacidad en la Universidad de Zaragoza, a través de los siguientes acuerdos:

20-06-2006: Se formaliza Convenio de Colaboración Gobierno de Aragón – Universidad de Zaragoza – Comité Estatal de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI)  para el impulso de medidas y actuaciones dirigidas a remover los obstáculos que dificulten el acceso e integración de las personas con discapacidad en la Universidad.

19-10-2006: Se formaliza Contrato-Programa Gobiernos de Aragón – Universidad de Zaragoza para la puesta en marcha de medidas de apoyo y orientación para el acceso, incorporación normalizada e integración de alumnos con discapacidad en la Univ. Zaragoza por importe de 100.000 €. 

30-04-2007: Se formaliza Contrato-programa Gobierno de Aragón – Universidad de Zaragoza para financiar  medidas de apoyo y orientación para favorecer la accesibilidad e integración de alumnos con discapacidad en la Univ. Zaragoza por importe de 250.000 euros €.

Así pues resulta indiscutible la importancia de estos instrumentos en la creación y consolidación de los servicios de atención a estudiantes con discapacidad. En el caso de la Universidad de Zaragoza, posibilitó la creación de dicho servicio y su consolidación a través de una dotación económica por importe de 350.000 euros. La nota negativa es que sólo se mantuvo tal línea de financiación por dos años.  
No obstante, la financiación condicionada no es el único modo de financiación posible y así, hemos podido constatar otros instrumentos como en el caso de Cataluña a través de la convocatoria de ayudas destinadas a las Universidades de Cataluña para colaborar en la financiación de recursos materiales, ayudas técnicas y personales con objeto de garantizar la igualdad de oportunidades del alumnado con discapacidad puestas en marcha desde el año 2007, por el Consejo Interuniversitario Catalán de la Secretaría de Universidades e Investigación del Departamento de Economía y Conocimiento. El importe destinado a las Universidades para la  atención al alumnado con discapacidad, asciendió a:
Tabla 22. Ayudas UNIDISCAT 
	Cursos Académicos
	Cuantía
	Programas a los que fue destinado
(ILSE´s, transporte adaptado, recursos, becas)

	Curso académico 08/09
	200.000 €
	Recursos materiales, ayudas técnicas y personales

	Curso Académico 09/10 
	300.000 €
	Recursos materiales, ayudas técnicas y personales

	Curso Académico 10/11
	300.000 €
	Recursos materiales, ayudas técnicas y personales


Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios

CAPÍTULO V. COSTE DE LOS SERVICIOS Y PROGRAMAS UNIVERSITARIOS DE ATENCIÓN A LA DISCAPACIDAD
Tal y como se ha indicado en el apartado sobre metodología, la muestra sobre la que hemos trabajado ha sido la de 24 servicios universitarios de atención a estudiantes con discapacidad y 12 Gerencias Universitarias. 

Antes de comenzar con el análisis de los datos recopilados, conviene realizar una aclaración terminológica a fin de diferenciar el concepto de servicios y el de programas. El concepto de servicios engloba a los técnicos de atención a la discapacidad (a los que denominaremos a partir de ahora “personal”), así como los recursos humanos, económicos y técnicos que ponen las Universidades para la atención de las necesidades de sus estudiantes con discapacidad (lo que entendemos por “programas”). Dentro de estos programas se encuentran los intérpretes de lengua de signos, el transporte adaptado, los asistentes personales, las becas y ayudas, los becarios colaboradores y los recursos técnicos.

5.1. Coste de los servicios de atención a la discapacidad en los presupuestos universitarios

En primer lugar, hemos querido conocer qué porcentaje del presupuesto general de la Universidad va dirigido al sostenimiento del servicio de atención a estudiantes con discapacidad (incluidos costes de personal y costes de los programas). La primera muestra es reducida ya que no hemos podido obtener el coste total del servicio
. No obstante, podemos observar en la siguiente tabla como la media del presupuesto general que se dedica al Servicio de Atención a la Discapacidad es del 0,0671%, encontrándonos con Universidades que están por encima de la media como la Universidad de Alicante -0,1730%-, la Universidad de Valencia –0,0867%- o la Universidad de Extremadura -0,0863%-.

Tabla 23. Relación Presupuesto Servicio – Presupuesto General Universidad Año 2011

	Universidades
	Presupuesto Servicio Año 2011
	Presupuesto 2011
	Ratio Inversión

	Universidad de Jaén
	24.745 €
	120.734.868 €
	0,0204%

	Universidad Pablo de Olavide
	46.502 €
	72.698.506 €
	0,0640%

	Universidad de Castilla - La Mancha
	113.244 €
	229.050.268 €
	0,0494%

	Universidad de Extremadura
	130.247 €
	150.847.644 €
	0,0863%

	Universidad de Santiago de Compostela
	68.045 €
	228.843.960 €
	0,0297%

	Universidad de Cantabria
	53.803 €
	117.073.197 €
	0,0460%

	Universidad de Valencia
	376.500 €
	434.444.740 €
	0,0867%

	Universidad de Alicante
	361.262 €
	208.804.266 €
	0,1730%

	Universidad Pompeu Fabra
	95.950 €
	130.315.058 €
	0,0736%

	Universidad de Zaragoza
	125.000 €
	293.120.620 €
	0,0426%

	Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios 
	0,0671%


Por otra parte, con respecto al porcentaje del presupuesto general de la Universidad que va dirigido a acciones o a programas sobre discapacidad (en este caso nos referimos a los diferentes programas sin incluir los costes del personal técnico de atención a la discapacidad), éste alcanza el 0,0197%, existiendo, al igual que en la tabla anterior, Universidades que superan esa media, como las de Alicante -0,0431%-, de Murcia -0,0423%-, Carlos III -0,318%-, de Castilla – La Mancha -0,0317%-, Autónoma de Madrid -0,0309%-, Pompeu Fabra -0,0263%-, Pablo de Olavide -0,0245%- y la Universidad de Málaga -0,0241%-. 

Tabla 24. Relación Presupuesto Programas – Presupuesto General Año 2011
	Universidades
	Presupuesto Acciones 2011
	Presupuestos 2011
	Ratio Inversión

	Universidad de Jaén
	3.000 €
	120.734.868 €
	0,0025%  

	Universidad de Almería
	18.400 €
	91.651.410 €
	0,0201%  

	Universidad de Málaga
	62.100 €
	257.932.651 €
	0,0241%  

	Universidad Pablo de Olavide
	17.802 €
	72.698.506 €
	0,0245%  

	Universidad de Murcia
	75.366 €
	178.159.149 €
	0,0423%  

	Universidad Politécnica de Cartagena
	6.000 €
	46.968.643 €
	0,0128%  

	Universidad de Castilla - La Mancha
	72.542 €
	229.050.268 €
	0,0317%  

	Universidad de Extremadura
	17.200 €
	150.847.644 €
	0,0114%  

	Universidad Autónoma de Madrid
	88.600 €
	286.863.883 €
	0,0309%  

	Universidad Carlos III
	53.900 €
	169.622.000 €
	0,0318%  

	Universidad de Salamanca
	30.500 €
	227.024.356 €
	0,0134%  

	Universidad de Vigo
	18.000 €
	167.903.853 €
	0,0107%  

	Universidad de Cantabria
	4.725 €
	117.073.197 €
	0,0040%  

	Universidad del País Vasco
	15.000 €
	445.346.068 €
	0,0034%  

	Universidad de Valencia
	63.715 €
	434.444.740 €
	0,0147%  

	Universidad de Alicante
	90.000 €
	208.804.266 €
	0,0431%  

	Universidad Pompeu Fabra
	34.270 €
	130.315.058 €
	0,0263%  

	Universidad de Barcelona
	61.538 €
	379.410.000 €
	0,0162%  

	Universidad de Zaragoza
	29.594 €
	293.120.620 €
	0,0101%  

	Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios
	0,0197%  


En la siguiente tabla, se puede apreciar claramente como el gran peso del coste del servicio se dirige a cubrir los costes de personal (únicamente de los técnicos de atención a la discapacidad quedando excluidos los Intérpretes, asistentes y otros recursos humanos que se imputan a programas). El coste de personal alcanza una media del 73,59%, siendo el 26,41% restante para el desarrollo de programas de Intérpretes de Lengua de Signos, transporte adaptado, ayudas técnicas, programa de asistente personal, programas de ayudas económicas (ayudas directas a estudiantes con discapacidad o ayudas a terceros –becarios colaboradores–), y cursos de formación y sensibilización. 

Tabla 25. Relación Presupuesto Servicios – Costes de Personal y de Programas

	Universidades
	Presupuesto Servicio
	Presupuesto Personal
	Presupuesto acciones
	%Presupuesto Personal
	%Presupuesto Programa

	Universidad de Jaén
	24.745 €
	21.745 €
	3.000 €
	87,87%
	12,13%

	Universidad Pablo de Olavide
	46.502 €
	28.700 €
	17.802 €
	61,72%
	38,28%

	Universidad de Castilla – LM
	113.244 €
	40.702 €
	72.542 €
	35,94%
	64,06%

	Universidad de Extremadura
	130.247 €
	113.047 €
	17.200 €
	86,79%
	13,21%

	Universidad de Cantabria
	53.803 €
	49.078 €
	4.725 €
	91,22%
	8,78%

	Universidad de Valencia
	376.500 €
	312.785 €
	63.715 €
	83,08%
	16,92%

	Universidad de Alicante
	361.262 €
	271.262 €
	90.000 €
	75,09%
	24,91%

	Universidad Pompeu Fabra
	95.950 €
	61.680 €
	34.270 €
	64,28%
	35,72%

	Universidad de Zaragoza
	125.000 €
	95.406 €
	29.594 €
	76,32%
	23,68%

	Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios
	73,59%
	26,41%


Por otra parte, se ha calculado lo que invierte cada Universidad en recursos destinados a personas con discapacidad (contando personal y programas), siendo la media de 575 € por alumno/a. Las Universidades que más invierten son las Universidades de Valencia -2.965 €/alumno-, Alicante -2.845 €/alumno-, Complutense de Madrid -2.677 €/alumno-, Extremadura -1.026 €/alumno- y Zaragoza -984 €/alumno-. 

Tabla 26. Inversión por estudiante con discapacidad (incluyendo personal y programas)
	Universidades
	Presupuesto Servicio Año 2011
	Número de alumnos con discapacidad
Curso 2010/2011
	Ratio Inversión por alumno con discapacidad

	Universidad de Jaén
	24.745 €
	127
	194 €

	Universidad Pablo de Olavide
	46.502 €
	67
	366 €

	Universidad de Castilla - La Mancha
	113.244 €
	328
	892 €

	Universidad de Extremadura
	130.247 €
	111
	1.026 €

	Universidad Complutense de Madrid
	340.000 €
	635
	2.677 €

	Universidad de Santiago de Compostela
	68.045 €
	223
	536 €

	Universidad de Cantabria
	53.803 €
	56
	424 €

	Universidad de Valencia
	376.500 €
	882
	2.965 €

	Universidad de Alicante
	361.262 €
	264
	2.845 €

	Universidad Pompeu Fabra
	95.950 €
	72
	756 €

	Universidad de Zaragoza
	125.000 €
	249
	984 €

	TOTAL
	1.735.298 €
	3.014
	575 €


Fuente: Elaboración propia en base a cuestionarios y fuentes del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (MECD, Publicación “Las políticas sobre la discapacidad en el sistema universitario español”)

Con respecto a lo que cada Universidad invierte en programas -sin contar los costes de personal- destinados a estudiantes universitarios con discapacidad, la media es de 167 € por alumno/a. Tal y como aclaramos anteriormente, nos referimos al desarrollo de programas de Intérpretes de Lengua de Signos, transporte adaptado, ayudas técnicas, programa de asistente personal, programas de ayudas económicas (ayudas directas a estudiantes con discapacidad o ayudas a terceros –becarios colaboradores-), y cursos de formación y sensibilización. En tal sentido, las Universidades que más invierten son las Universidades Complutense de Madrid -1.285 €/alumno-, Alicante -709 €/alumno-, Murcia -593 €/alumno- y Valencia -502 €/alumno-. 

No obstante, este dato hay que medirlo en términos relativos, ya que un bajo porcentaje de estos alumnos requiere alguno de los programas, no todos. Tal y como se recoge en la siguiente tabla, los recursos más costosos son los de Interpretación de Lengua de Signos, los recursos técnicos y el transporte adaptado, en el que las Universidades invierten una cantidad considerable de dinero en atender a sus estudiantes con discapacidad.

Tabla 27. Inversión por estudiante con discapacidad (sólo programas y recursos)

	Universidades
	Presupuesto Programas Año 2011
	Número de alumnos discap. matriculados en el Curso Académico 2010/2011
	Coste por alumno

	Universidad de Jaén
	3.000 €
	127
	24 €

	Universidad de Almería
	18.400 €
	126
	145 €

	Universidad de Málaga
	62.100 €
	449
	489 €

	Universidad Pablo de Olavide
	17.802 €
	67
	140 €

	Universidad de Murcia
	75.366 €
	766
	593 €

	Universidad Politécnica de Cartagena
	6.000 €
	76
	47 €

	Universidad de Castilla - La Mancha
	72.542 €
	328
	571 €

	Universidad de Extremadura
	17.200 €
	111
	135 €

	Universidad Complutense de Madrid
	163.150 €
	635
	1.285 €

	Universidad Autónoma de Madrid
	88.600 €
	144
	698 €

	Universidad Carlos III
	53.900 €
	80
	424 €

	Universidad de Salamanca
	30.500 €
	210
	240 €

	Universidad de Vigo
	18.000 €
	138
	142 €

	Universidad de Cantabria
	4.725 €
	56
	37 €

	Universidad del País Vasco
	15.000 €
	324
	118 €

	Universidad de Valencia
	63.715 €
	882
	502 €

	Universidad de Alicante
	90.000 €
	264
	709 €

	Universidad Pompeu Fabra
	34.270 €
	72
	270 €

	Universidad de Barcelona
	61.538 €
	443
	485 €

	Universidad de Zaragoza
	29.594 €
	249
	233 €

	Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios
	167 €


5.2. Estructuras de gestión, adscripción y año de comienzo de la actividad

Todas las Universidades objeto del estudio, salvo algunas como la Universidad de Vigo, cuentan con servicios, unidades o programas estables de atención a estudiantes universitarios con discapacidad, es decir, un 91,66% cuenta con una estructura estable, corroborando que el 100% atienden a sus estudiantes universitarios con discapacidad. 

Estos servicios, unidades o programas  suelen estar adscritos a los Vicerrectorados de Estudiantes (18 Universidades -75%-), si bien algunos están adscritos a los Vicerrectorados de Cultura y/o Extensión Universitaria (3 Universidades -12,50%-), Vicerrectorado de Igualdad (1 Universidad -4%-), Vicerrectorado de Ordenación Académica (1 Universidad -4%-) o al Vicerrectorado de Servicios a la Comunidad Universitaria (1 Universidad -4%-). Así se recoge en la siguiente tabla.
Tabla 28. Relación de servicios y dependencia jerárquica

	Universidades 
	Nombre Unidad
	Vicerrectorado competente

	Universidad de Jaén
	Unidad de atención a estudiantes con NEE
	Vicerrectorado de Estudiantes e Inserción Laboral

	Universidad de Almería
	Secretariado de Orientación Educativa y Vocacional
	Vicerrectorado de Estudiantes, Ext. Univ. Y Deportes

	Universidad de Málaga
	Servicio de apoyo al alumnado con discapacidad
	Vicerrectorado de Estudiantes

	Universidad Pablo de Olavide
	Servicio de atención a la diversidad funcional a toda la CU
	Vicerrectorado de Cultura, Participación y Compromiso Social

	Universidad de Murcia
	Unidad de apoyo a estudiantes con discapacidad
	Vicerrectorado de Estudiantes y Empleo

	Universidad Politécnica de Cartagena
	Programa de apoyo al alumnado con discapacidad
	Vicerrectorado de Estudiantes y Extensión Universitaria

	Universidad de Castilla - La Mancha
	Servicio de apoyo al estudiante con discapacidad
	Vicerrectorado de Estudiantes

	Universidad de Extremadura
	Unidad de Atención al Estudiante
	Vicerrectorado de Estudiantes y Empleo

	Universidad Complutense de Madrid
	Oficina para la Integración de Personas con Discapacidad
	Vicerrectorado de Atención a la Comunidad Univ.

	Universidad Autónoma de Madrid
	Área de atención a la discapacidad
	Vicerrectorado de Cooperación y Extensión Universitaria

	Universidad Carlos III
	Programa de Integración de Estudiantes con Discapacidad
	Vicerrectorado de Igualdad y Cooperación

	Universidad de Salamanca
	Unidad de Atención a Personas con Discapacidad
	Vicerrectorado de Estudiantes e Inserción Prof.

	Universidad de Vigo
	Sección de Información, Orientación y Promoción del Est.
	Vicerrectorado de Extensión Universitaria

	Universidad de Santiago de Compostela
	Servicio de Participación e Integración Universitaria
	Vicerrectorado de Estudiantes, Cultura y Formación Continua

	Universidad de Cantabria
	Programa de normalización
	Vicerrectorado de Estudiantes, Empleabilidad y Emprendimiento

	Universidad del País Vasco
	Servicio de atención a personas con discapacidad
	Vicerrectorado del Alumnado

	Universidad de Valencia
	Unidad para la Integración de Personas con Discapacidad
	Vicerrectorado de Ordenación Académica

	Universidad de Alicante
	Centro de apoyo al estudiante
	Vicerrectorado de Alumnado

	Universidad Jaume I
	Unidad de Apoyo Educativo
	Vicerrectorado de Estudiantes, Ocupación e Innovación Educativa

	Universidad Politécnica de Valencia
	Fundación CEDAT (gestión externalizada)
	Vicerrectorado de Empleo y Acción Social

	Universidad Pompeu Fabra
	Unidad de ayuda a programas especiales
	Vicerrectorado de Estudiantes

	Universidad de Barcelona
	Servicio de atención al estudiante
	Vicerrectorado de Estudiantes y Política Lingüística

	Universidad de Zaragoza
	Oficina Universitaria de Atención a la Discapacidad
	Vicerrectorado de Estudiantes y Empleo

	UNED
	Centro de atención a Universitarios con Discapacidad
	Vicerrectorado de Estudiantes, Cultura y Empleo


Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios

Entre las Universidades pioneras en la prestación de programas de atención a la discapacidad encontramos las Universidades de Valencia (1992), Jaume I (1992), Murcia (1993), Pompeu Fabra (1994), Cantabria y Politécnica de Valencia (1996), Salamanca y Alicante (1997) Autónoma de Madrid y Carlos III (1998). 

Casi la mitad de las Universidades de la muestra analizada empezaron en el primer lustro de la década del 2000, siendo las últimas en crear un servicio o programa las Universidades de Zaragoza (2006), Almería (2007) y Politécnica de Cartagena (2010). 

Tabla 29. Año de comienzo de la actividad

	Universidades 
	Año de comienzo

	Universidad de Jaén
	2005

	Universidad de Almería
	2007

	Universidad de Málaga
	2005

	Universidad Pablo de Olavide
	2005

	Universidad de Murcia
	1993

	Universidad Politécnica de Cartagena
	2010

	Universidad de Castilla - La Mancha
	2000

	Universidad de Extremadura
	2004

	Universidad Complutense de Madrid
	2003

	Universidad Autónoma de Madrid
	1998

	Universidad Carlos III
	1998

	Universidad de Salamanca
	1997

	Universidad de Vigo
	2005

	Universidad de Santiago de Compostela
	2002

	Universidad de Cantabria
	1996

	Universidad del País Vasco
	2003

	Universidad de Valencia
	1992

	Universidad de Alicante
	1997

	Universidad Jaume I
	1992

	Universidad Politécnica de Valencia
	1996

	Universidad Pompeu Fabra
	1994

	Universidad de Barcelona
	2001

	Universidad de Zaragoza
	2006

	UNED
	2001



Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios

5.3. Personal técnico de los servicios

Tal y como hemos analizado anteriormente, 3/4 partes del presupuesto del servicio de atención a estudiantes con discapacidad va destinado a sufragar los costes de personal, de modo que, hemos querido conocer el número de técnicos por servicio/unidad/programa, así como su perfil profesional, debido a la importancia de su labor.

Entre las funciones que realizan los técnicos destacan las siguientes: Planificación del servicio –y dirección en algunos casos-; atención individualizada; realización conjunta con el profesorado de adaptaciones al estudio; coordinación y formación de los becarios colaboradores y voluntarios; gestión y planificación del servicio de Interpretación de Lengua de Signos y de transporte adaptado; estudio de las ayudas técnicas necesarias que precisa el estudiante con discapacidad; tramitación y asesoramiento en la petición de becas y ayudas al estudio; así como otras cuestiones de intermediación con el profesorado y el personal de administración y servicios de su Universidad.

En cuanto al número de técnicos, la media de personal por servicio es de 2,82 técnicos. En términos absolutos, las Universidades de Valencia, Alicante y País Vasco tienen un número mayor de personal técnico por servicio. 
En términos relativos, en base a la muestra analizada, la ratio de atención a estudiantes con discapacidad es de 93 estudiantes con discapacidad por cada técnico, aunque algunas Universidades bajan esa ratio, como las Universidades Pompeu Fabra (36),  Extremadura  (37) Alicante (37,71),   País Vasco (54) y Cantabria (56). En el caso de la UNED, al ser un caso particular, la ratio es de 917 estudiantes con discapacidad por cada técnico.
Tabla 30. Ratio de técnicos por estudiantes con discapacidad
	Universidades
	Nº técnicos Unidad
	Nº Alumnos Discapac.
	Ratio Técnicos/PD

	Universidad de Jaén
	2
	127
	63,50

	Universidad de Almería
	1
	126
	126,00

	Universidad de Málaga
	2
	449
	224,50

	Universidad Pablo de Olavide
	1
	67
	67,00

	Universidad de Murcia
	2
	766
	383,00

	Universidad Politécnica de Cartagena
	1
	76
	76,00

	Universidad de Castilla - La Mancha
	2
	328
	164,00

	Universidad de Extremadura
	3
	111
	37,00

	Universidad Complutense de Madrid
	4
	635
	158,75

	Universidad Autónoma de Madrid
	3
	144
	48,00

	Universidad Carlos III
	2
	80
	40,00

	Universidad de Salamanca
	2
	210
	105,00

	Universidad de Vigo
	1
	138
	138,00

	Universidad de Santiago de Compostela
	3
	223
	74,33

	Universidad de Cantabria
	2
	56
	28,00

	Universidad del País Vasco
	6
	324
	54,00

	Universidad de Valencia
	10
	882
	88,20

	Universidad de Alicante
	7
	264
	37,71

	Universidad Jaume I
	2
	114
	57,00

	Universidad Politécnica de Valencia
	2
	299
	149,50

	Universidad Pompeu Fabra
	2
	72
	36,00

	Universidad de Barcelona
	4
	443
	110,75

	Universidad de Zaragoza
	2
	249
	124,50

	 TOTAL
	66
	6183
	93,68


Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios

Respecto al perfil profesional, un 27,77% son psicólogos/as, un 12,50% son trabajadores/as sociales, un 8,33% son pedagogos/as, un 6,94% son psicopedagogos/as y el 31,23% restante pertenece a otras disciplinas: Licenciados en Derecho, Ciencias Químicas, Filología, Educación Social, Relaciones Laborales, Biblioteconomía y Documentación, Filología, Arquitectura Técnica, Ingeniería Informática, Ingeniería Técnica, y también, Formación Profesional Título de Integración Social. 
Grafico 2. Perfil de los técnicos sobre discapacidad de las Universidades
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Otro dato importante a tener en cuenta es el de la consolidación laboral de los técnicos de atención a la discapacidad. De la muestra analizada se desprende que el 74% de los técnicos son personal funcionario (de carrera o interinos) o laborales fijos, estando dotadas dichas plazas en la Relación de Puestos de Trabajo de la Universidad. Sólo el 26% restante son laborales con contrato temporal o becarios. 
Grafico 3. Situación laboral de los técnicos sobre discapacidad de las Universidades
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A lo largo de todos estos años de trabajo en la materia, hemos observado como muchos servicios estaban sostenidos por un becario en prácticas siendo tutorizado por un docente universitario, el cual era el director del servicio. El hecho de que actualmente la gran mayoría sea Personal de Administración y Servicios de la Universidad, con una situación laboral consolidada, supone un elemento clave para la calidad y estabilidad del servicio.

5.4. Costes de los recursos de atención a estudiantes con discapacidad

5.4.1. Interpretación de Lengua de Signos

El programa más costoso es el servicio de interpretación en lengua de signos, el cual supone un 48,90% del presupuesto del servicio destinado a programas. El coste medio por alumno/a es de 8.259 €/curso, si bien variará según el número de horas que requiera el/la alumno/a en función del número de asignaturas en las que se haya matriculado.

Caso diferente es el de la UNED, cuyo coste medio por alumno es de 1.080 €, debido a las singularidades de esta Universidad, pues son pocas las clases presenciales.

En total, un 67% de las Universidades de la muestra prestan este servicio, atendiendo a 72 estudiantes.

Tabla 31. Número de estudiantes con discapacidad auditiva 

con servicio ILSE por Universidad
	Universidades 
	Nº alumnos atendidos

	Universidad de Almería
	4

	Universidad de Málaga
	2

	Universidad Pablo de Olavide
	1

	Universidad de Murcia
	4

	Universidad de Castilla - La Mancha
	1

	Universidad Complutense de Madrid
	17

	Universidad Autónoma de Madrid
	2

	Universidad Carlos III
	2

	Universidad de Salamanca
	4

	Universidad del País Vasco
	1

	Universidad de Valencia
	3

	Universidad de Alicante
	1

	Universidad Politécnica de Valencia
	1

	Universidad de Barcelona
	8

	Universidad de Zaragoza
	3

	UNED
	18

	TOTAL
	72



Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios

En cuanto a la gestión en la prestación del Servicio de Interpretación de Lengua de Signos, el 77% lo presta mediante contratación directa de un Intérprete de Lengua de Signos (caso de la Universidad de Salamanca), contratación puntual con una empresa que preste estos servicios (la mayoría de Universidades) o mediante un concurso público (Complutense de Madrid). El 23% restante firma convenio de colaboración con la Federación Autonómica de Personas Sordas (perteneciente a la CNSE) para que preste los Servicios de Interpretación de Lengua de Signos. 

5.4.2. Transporte adaptado

Para definir el programa de transporte adaptado, hay que arrancar del concepto de cadena de accesibilidad. De esta manera, lo correcto sería que el estudiante pudiera desplazarse con plena autonomía hasta el centro universitario sin romperse en ningún momento dicha cadena. Por tal motivo, resulta indispensable que el sistema de transporte público reúna las condiciones de accesibilidad requeridas para el libre y fácil desplazamiento de la persona con discapacidad. Para alcanzar este objetivo, la presión por parte de la Universidad a la autoridad competente en materia de trasporte público (Comunidad Autónoma, Ayuntamiento, etc.), puede ser de gran ayuda a fin de que ofrezcan servicios universalmente accesibles. 

En caso de no disponer de transporte público accesible, las Universidades han articulado medidas compensatorias, como:

· Llegar a un acuerdo con una entidad social de personas con discapacidad del territorio, mediante el cual la entidad se compromete a aportar un elemento de transporte accesible y un profesional de la conducción, a cambio de una compensación económica por parte de la Universidad.

· Becario de movilidad (se desarrollará más adelante).

· Adquirir una furgoneta propia adaptada con chofer para transportar al alumno desde su domicilio al centro de estudios.

Así pues, este servicio se presta de forma directa (como es el caso de la Universidad de Alicante), o bien, mediante Convenio con la Federación Provincial o Regional de Personas con Discapacidad Física u Orgánica (Universidades de Jaén, Autónoma de Madrid y Castilla – La Mancha). Otra fórmula que han elegido algunas Universidades (Málaga o Valencia) es la de dar becas de transporte a sus estudiantes con discapacidad.

Mención especial merece el caso de la Comunidad Autónoma del País Vasco, que tiene una convocatoria de ayudas para alumnos con necesidades de transporte adaptado. La misma está dotada con 87.333 €, y el número de alumnos beneficiarios en el Curso Académico 2010/2011, fue de 21, alcanzando una media de 4.159 € por alumno.

Si sumamos el número total de alumnos beneficiarios del programa de transporte adaptado en las Universidades seleccionadas, llegamos a la cifra de 75 –incluyendo los becados de la Comunidad Autónoma Vasca-.

Tabla 32. Tipo de apoyo para servicio de transporte y número de alumnos beneficiarios
	Universidades
	Furgoneta
	Becas y ayudas
	Nº Alumnos

	Universidad de Jaén
	X
	
	2

	Universidad de Málaga
	
	X
	8

	Universidad de Castilla - La Mancha
	X
	
	12

	Universidad Autónoma de Madrid
	X
	X
	12

	Universidad de Valencia
	
	X
	2

	Universidad de Alicante
	X
	
	18

	Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios
	54


El transporte adaptado supone un 14,99% del total del presupuesto destinado a programas por parte de las Universidades, siendo el coste medio por alumno de 2.464 €/Curso, si bien, irá en función del número de días a la semana que el/la alumno/a con movilidad reducida tenga que desplazarse a su Centro Universitario. 

. 

5.4.3. Recursos técnicos o Productos de Apoyo
Los productos de apoyo (también llamados recursos técnicos), junto con los recursos humanos, son imprescindibles para que el alumnado con discapacidad pueda cursar con normalidad sus estudios universitarios. Pocos serán los alumnos con discapacidad que no requieran alguna de estas ayudas a lo largo de su vida académica, variando en función de su autonomía y tipo de discapacidad.

A continuación, aparecen enumerados una serie de ayudas técnicas, lo cual no supone que sea un catálogo cerrado:
1. Discapacidad física y orgánica:

· PC adaptado
· Teclados virtuales accionados por ratón
· Atriles
· Mobiliario adaptado

· Utensilios para el manejo del ordenador

· Brazo articulado

· Grúas 

· Camillas

· Sillas para laboratorio

· Libretas autocopiativas

2. Discapacidad visual:

· Braille hablado e impresora braille

· Ipads

· Línea braille

· Software adaptado: Jaws, Zoomtext, Dragon Speaking.

· Telelupas

· Grabadoras

· Pantallas de ordenador de mayores pulgadas

· Tablet PC

· Portátiles

· Maquetas en relieve

· Pizarra táctil

· Escáner

3. Discapacidad auditiva:

· Equipos de frecuencia modulada

· Grabadoras

· Bucle Magnético

· Libretas autocopiativas

· Subtitulado en vivo

En relación con los productos de apoyo, salvo 6 Universidades (Almería, Politécnica de Cartagena, Vigo, Santiago de Compostela, Cantabria y Politécnica de Valencia), las 18 Universidades restantes tienen las ayudas técnicas que precisan sus estudiantes.

Los más comunes son:

· Mobiliario adaptado (14 Universidades)

· Equipos de frecuencia modulada (13 Universidades)

· Software adaptado –Jaws, Zoomtext, Dragon Speaking- (12 Universidades)

· Libretas autocopiativas (10 Universidades)

· Lupas (7 Universidades)

· Grabadoras (7 Universidades)

· Bucles magnéticos (6 Universidades)

· Tablet PC (3 Universidades)
· Utensilio accesibles (4 Universidades)
· Ipads, Grúas, Camillas, Sillas para laboratorio y utensilios de higiene (1 Universidad)

Muchos de estos recursos son adquiridos directamente por las propias Universidades, aunque algunos otros son cedidos por la ONCE o por la Fundación Universia, a través del programa de Banco de Productos de Apoyo que veremos posteriormente. 

Supone el  17,98% del presupuesto destinado a programas.

Tabla 33. Recursos técnicos por Universidades
	Universidades
	LA
	BH
	Mcr
	Mob
	Soft
	Portat
	FM
	GRB
	Brazo
	Lupa
	T.PC
	Ipads
	BM
	Ut.
	Grúas
	Cam
	Hig

	Universidad de Jaén
	√
	√
	X
	√
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad de Almería
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad de Málaga
	√
	X
	√
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	√

	Universidad Pablo de Olavide
	√
	X
	X
	√
	X
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad de Murcia
	X
	X
	X
	√
	√
	√
	√
	√
	X
	√
	X
	√
	X
	√
	X
	X
	X

	Universidad Politécnica de Cartagena
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad de Castilla - La Mancha
	X
	X
	X
	X
	X
	√
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad de Extremadura
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad Complutense de Madrid
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	X
	X
	√
	X
	X
	√
	X

	Universidad Autónoma de Madrid
	√
	X
	X
	√
	√
	X
	√
	X
	X
	√
	X
	X
	√
	√
	√
	X
	X

	Universidad Carlos III
	X
	X
	X
	√
	√
	√
	√
	X
	√
	√
	X
	X
	√
	√
	X
	X
	X

	Universidad de Salamanca
	√
	X
	X
	X
	√
	√
	√
	√
	X
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad de Vigo
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad de Santiago de Compostela
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad de Cantabria
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad del País Vasco
	√
	X
	X
	√
	√
	X
	√
	X
	X
	√
	√
	X
	√
	√
	X
	X
	X

	Universidad de Valencia
	√
	X
	√
	X
	√
	√
	√
	X
	X
	√
	√
	X
	√
	X
	X
	X
	X

	Universidad de Alicante
	X
	X
	X
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	X
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad Jaume I
	X
	√
	X
	√
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad Politécnica de Valencia
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad Pompeu Fabra
	X
	X
	X
	√
	X
	√
	√
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad de Barcelona
	√
	X
	X
	√
	√
	X
	√
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad de Zaragoza
	X
	X
	X
	√
	X
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	√
	X
	X
	X
	X

	UNED
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	√
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	LA: Libretas autocopiativas; BH: Braille Hablado; Mcr: Micrófonos; Mob: Mobiliario adaptado; Soft: Software adaptado (Jaws, Zoomtext; Dragon); Port: Portatiles; FM: Equipos de Frecuencia Modulada; Grb: Grabadoras; Brazo Articulado; Lupa; T.PC: Tablet PC; Ipads; BM: Bucle Magnético; Ut.: Utensilios accesibles; Grúas; Camillas; Hig: Material de Higiene Personal 


Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios

5.4.4. Becas y ayudas
Las becas y ayudas  suponen el 8,99% del presupuesto destinado a programas. De este porcentaje el 25,65% va destinado al programa de becario colaborador. El resto son ayudas directas a estudiantes con discapacidad (las ayudas directas al transporte están contempladas en el apartado anterior). 

Programas de Becarios/a Colaboradores/as y de Voluntariado

De las 24 Universidades, las Universidades de Málaga, Jaén, Castilla – La Mancha, Cantabria y Barcelona (5 Universidades) disponen de becarios colaboradores. El resto (15 Universidades) cuentan con voluntarios, que realizan las mismas funciones sin recibir ningún tipo de contraprestación (salvo los de las Universidades Complutense de Madrid y Zaragoza, que reciben créditos ECTS por actividades solidarias). Las Universidades Pompeu Fabra, Cantabria, Santiago de Compostela y Extremadura (4 Universidades) no tienen ningún tipo de programa de voluntariado o de becarios/as colaboradores/as. 

En la tabla 35 se pueden observar las funciones que desarrollan y si reciben algún tipo de formación.

Por tanto, coexisten dos figuras: 

· Becario/a colaborador/a: Es una de las figuras más importantes a lo largo de la vida universitaria de un estudiante con discapacidad. Se trata de un/a compañero/a de clase del alumno/a con discapacidad cuyas funciones pueden ser entre otras:

1. Asistencia a clase, proporcionando al compañero con discapacidad los apuntes y notas de clase que sean necesarios para el seguimiento adecuado del curso.

2. Realización de puestas en común periódicas de los contenidos explicados por el profesorado.

3. Actuar de puente de comunicación, en su caso, entre los alumnos y el profesorado para mejorar el aprovechamiento de las clases.

4. Acompañamiento físico a las dependencias del centro universitario.

5. Otras actividades.

Este alumno se compromete a realizar todas estas actividades  a cambio de una beca (ya sea pecuniaria o en especie –libros, comedor, etc.).

· Voluntario/a: Desempeña las mismas funciones que el anterior a cambio de créditos de libre configuración o sin ningún tipo de contraprestación.

5.4.5. Asistente personal

Esta figura se prevé para alumnos con necesidades de apoyo intensas para las actividades de la vida diaria. Una persona –asistente personal- presta apoyos instrumentales a la persona con discapacidad, para proporcionarle autonomía en su desenvolvimiento diario, en este caso, en el entorno universitario. La Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en situación de Dependencia, ha venido a reconocer legalmente esta figura, en forma de prestación específica. Pero es posible que el recurso público no llegue (la citada ley no ha sido generosa con esta figura), y la Universidad debe proveerlo por sí misma o en colaboración con entidades públicas o privadas. 

Vemos que son 8 las Universidades que ofrecen este recurso, lo que supone el 34% del total. Representa el 8,15% del presupuesto del servicio destinado a programas.

Tabla 34. Universidades con recurso de asistente personal
	Universidades

	Universidad de Málaga

	Universidad de Extremadura

	Universidad Complutense de Madrid

	Universidad Autónoma de Madrid

	Universidad Carlos III

	Universidad de Vigo

	Universidad de Cantabria

	Universidad de Zaragoza


Fuente: Elaboración propia

5.4.6. Otros gastos

En este apartado hemos incluido otros gastos que realizan las Universidades destinados a sufragar gastos de organización de seminarios, talleres de sensibilización, dípticos de información del servicio, etc., ascendiendo al 1,39% del presupuesto del servicio dedicado a programas. 
Tabla 35. Número de voluntarios/Becarios Colaboradores, funciones que desarrollan y tipo de formación

	Universidades
	Nº Voluntarios/
Becarios Colab.
	Funciones
	Tipo de formación

	Universidad de Jaén
	13
	Ayuda en la toma de apuntes y en la clase
	No

	Universidad de Almería
	4
	Ayudantes
	Sí

	Universidad de Málaga
	11
	Becarios colaboradores
	No

	Universidad Pablo de Olavide
	No ha tenido que utilizarse esta figura

	Universidad de Murcia
	120
	Acompañamiento y apoyo en la toma de apuntes
	Orientación para el apoyo individualizado

	Universidad Politécnica de Cartagena
	
	
	Curso de formación en el área de sensibilización y trato de imagen

	Universidad de Castilla - La Mancha
	Variable según necesidades
	Atención y apoyo al usuario
	Por parte del servicio

	Universidad de Extremadura
	

	Universidad Complutense de Madrid
	218
	Apoyo apuntes, acompañamiento, etc.
	ECTS + realización de talleres de 10 horas + Seguimiento Coordinadores

	Universidad Autónoma de Madrid
	Existe un programa de voluntariado de formación y sensibilización dirigido a personas con discapacidad que se coordina a través del programa de Voluntariado Local de la Oficina de Acción Solidaria y Cooperación. No es un voluntariado asistencial, lo forman estudiantes con y sin discapacidad y realizan actividades de sensibilización.

	Universidad Carlos III
	8
	Toma de apuntes
Apoyo en pequeñas actividades
	Formación y orientación personalizada según el tipo de tarea a realizar

	Universidad de Salamanca
	6
	Acompañamiento
	Formación específica en atención a personas con discapacidad

	Universidad de Vigo
	3
	Función de apoyo
	Curso de formación general del voluntariado

	Universidad de Santiago de Compostela
	

	Universidad de Cantabria
	

	Universidad del País Vasco
	28
	Toma de apuntes
	No

	Universidad de Valencia
	120
	Apoyo académico
Adaptación de material
Tutorización
Tareas de sensibilización
	Formación general y específica

	Universidad de Alicante
	60
	Sensibilización en el aula
Apoyo en el aula
Facilitar itinerarios
Acompañamientos
Apoyo en biblioteca
Escanear textos
Toma de apuntes
Recepción y acogida de nuevos alumnos
Apoyo personal en actividades deportivas
	Curso básico de voluntariado
Formación específica en discapacidad

	Universidad Jaume I
	51
	Transcripciones
Acompañamientos
Colaboraciones en actividad formativas
	Formación básica sobre voluntariado en general y específica en discapacidad

	Universidad Politécnica de Valencia
	33
	Acompañamiento
Transporte público
	Curso monográfico en intervención con personas con discapacidad

	Universidad Pompeu Fabra
	

	Universidad de Barcelona
	30
	Acompañamiento
Apuntes
	No

	Universidad de Zaragoza
	
	
	ECTS Excepcionalmente

	UNED
	50
	Apoyo a los estudiantes con discapacidad en su proceso de aprendizaje
	


Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios

Gráfico 4. Importancia económica de cada recurso sobre el presupuesto medio de un servicio
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                                                          Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios
Tabla 36. Cuadro-Resumen. Prestaciones de los servicios de atención a la discapacidad

	Universidades
	Técnicos
	ILSE’s
	Transporte
	Ayudas Económicas
	Ayudas Técnicas
	Asistentes
personales
	Becarios Colab.
	Voluntarios

	Universidad de Jaén
	√
	X
	√
	X
	X
	X
	√
	X

	Universidad de Almería
	√
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	√

	Universidad de Málaga
	√
	√
	√
	X
	√
	√
	√
	X

	Universidad Pablo de Olavide
	√
	√
	X
	X
	√
	X
	X
	√

	Universidad de Murcia
	√
	√
	X
	X
	√
	X
	X
	√

	Universidad Politécnica de Cartagena
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	√

	Universidad de Castilla - La Mancha
	√
	√
	√
	X
	√
	X
	√
	X

	Universidad de Extremadura
	√
	X
	X
	X
	√
	√
	X
	X

	Universidad Complutense de Madrid
	√
	√
	X
	X
	√
	√
	X
	√

	Universidad Autónoma de Madrid
	√
	√
	√
	√
	√
	√
	X
	√

	Universidad Carlos III
	√
	√
	X
	X
	√
	√
	X
	√

	Universidad de Salamanca
	√
	√
	X
	X
	√
	X
	X
	√

	Universidad de Vigo
	√
	X
	X
	√
	X
	√
	X
	X

	Universidad de Santiago de Compostela
	√
	X
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Universidad de Cantabria
	√
	X
	X
	X
	X
	√
	√
	X

	Universidad del País Vasco
	√
	√
	X
	X
	√
	X
	X
	√

	Universidad de Valencia
	√
	√
	√
	√
	√
	X
	X
	√

	Universidad de Alicante
	√
	√
	√
	√
	√
	X
	X
	√

	Universidad Jaume I
	√
	X
	X
	X
	√
	X
	X
	√

	Universidad Politécnica de Valencia
	√
	√
	X
	√
	X
	X
	X
	√

	Universidad Pompeu Fabra
	√
	X
	X
	X
	√
	X
	X
	X

	Universidad de Barcelona
	√
	√
	X
	X
	√
	X
	√
	X

	Universidad de Zaragoza
	√
	√
	X
	X
	√
	X
	X
	√

	UNED
	√
	√
	X
	X
	√
	X
	X
	√


     Fuente: Elaboración propia a través de los datos extraídos de los cuestionarios

CAPÍTULO VI. LA CONTRIBUCIÓN DE LAS ENTIDADES PRIVADAS EN LA INTEGRACIÓN DE LOS ESTUDIANTES UNIVERSITARIOS CON DISCAPACIDAD

En el presente Capítulo, hemos querido analizar y poner en valor las importantes contribuciones que realizan fundaciones privadas de referencia, con el fin de complementar las acciones públicas para lograr la igualdad de oportunidades de los estudiantes universitarios con discapacidad. Por tanto, contiene programas generales dirigidos al sistema universitario español, así como algunas actuaciones concretas.

6.1. Fundación ONCE

6.1.1. Programa Campus Inclusivos de Verano (patrocinados por Fundación ONCE, Fundación Repsol y el Ministerio de Educación, Ciencia y Deporte)

Tiene su origen en el proyecto de sensibilización educativa “Tu formación no tiene límites” Desarrolla tu futuro, promovido por Fundación Repsol y Fundación ONCE en colaboración con el Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI) y apoyado por el Ministerio de Educación y por las Consejerías de Educación de Extremadura y de la Comunidad de Madrid. Fue un proyecto pionero cuyos destinatarios eran alumnos con discapacidad de Institutos de Educación Secundaria y Bachillerato de la Comunidad de Madrid y de Extremadura.  

Los objetivos del proyecto son:

· Concienciar a la sociedad, a través de la comunidad educativa, de la importancia del derecho a la educación superior en igualdad de condiciones para las personas con discapacidad, en aras del desarrollo de nuestra sociedad.
· Difundir la idea de que la finalización de estudios universitarios facilita el acceso a puestos de trabajo de calidad, que a su vez aseguran un mayor grado de autonomía e independencia en la edad adulta.

· Poner en valor la presencia normalizada de las personas con discapacidad en el mercado laboral.
· Elevar el número de personas con discapacidad que acceden al nivel de Bachillerato (16 a 18 años), dado que a los estudios de Bachillerato se accede tras superar el ciclo de ESO.

· Contar con materiales y protocolos divulgativos que tras la finalización del proyecto permitan dar continuidad al proyecto desde el ámbito educativo o el del movimiento asociativo de las personas con discapacidad.
· Extraer recomendaciones y propuestas para la mejora del entorno educativo que favorezcan la presencia de alumnos con discapacidad en niveles educativos avanzados y en consecuencia prevengan el abandono temprano de los estudios por parte de estos alumnos.

Los ámbitos de actuación del Programa Campus Inclusivos de Verano – Campus de Excelencia Internacional (CEI’s) son:

· Fomentar que los alumnos con discapacidad no abandonen los estudios al término de la Educación Secundaria Obligatoria y del Bachillerato y continúen su formación en el ámbito universitario.
· Sensibilizar al entorno universitario acerca de las necesidades de los estudiantes con discapacidad, de manera que la experiencia del desarrollo del programa de colaboración sirva para promover en el entorno universitario la adecuación de sus sistemas, métodos y materiales educativos a dichos estudiantes con discapacidad, facilitando así el desarrollo de su talento y creatividad y la plena adquisición de competencias.
· Mejorar el entorno de accesibilidad universal e inclusión.
· Identificar oportunidades de mejora encaminadas al desarrollo de protocolos de acogida para estudiantes con discapacidad en el entorno universitario. 

En el Curso Académico 2010/2011, fueron seleccionados 6 Campus Universitarios:
Tabla 37. Campus inclusivos de verano
	Campus de Excelencia Internacional
	Título del Proyecto
	Ciudad
	Subvención
Pública
	Subvención
Privada

	CEI Cambio Campus de Excelencia Internacional en Medio Ambiente, Biodiversidad y Cambio Global 
	Campus inclusivo de Verano CEI Cambio 
	Sevilla
	16.333 €
	16.667 €

	Campus Mare Nostrum
	CMN (Campus de Verano) Sin Obstáculos 
	Murcia
	16.333 €
	16.667 €

	Andalucía TECH 
	Campus Inclusivos de Verano Andalucía TECH 
	Sevilla
	16.333 €
	16.667 €

	Campus Vida 
	Campus Científicos Inclusivos 
	Santiago de Compostela
	16.333 €
	16.667 €

	VLC/CAMPUS. Valencia, International Campus of Excellence 
	VLC/Campus inclusivo de verano 
	Valencia
	16.333 €
	16.667 €

	BKC Barcelona Knowledge Campus 
	Campus inclusivos de verano, BKC sin límites 
	Barcelona
	16.299 €
	16.631 €

	Fuente: “Las Políticas sobre la Discapacidad en el Sistema Universitario Español”. MECD. 2011



Se escogen un máximo de 10 estudiantes para cada Campus seleccionado, con procedencia geográfica de la Comunidad de Madrid y de Extremadura preferentemente, y de los siguientes niveles educativos (3º y 4º de ESO, Bachillerato y Ciclos Formativos).  La duración del campus es de 5 días.

Por su parte, las Universidades deben realizar una serie de tareas, tales como: designar un coordinador del programa, elaborar el contenido del proyecto de inclusión educativa con las actividades que luego veremos, designar a profesores universitarios participantes y los recursos humanos necesarios para el correcto desarrollo, proporcionar los recursos y material fungible necesarios para el desarrollo de los proyectos formativos, proporcionar alojamiento y manutención en régimen de pensión completa para estudiantes y personal de apoyo, poner a disposición del programa la logística e infraestructuras necesarias para el desarrollo del proyecto, facilitar el acceso de los estudiantes a los comedores y otras instalaciones del Campus, y propiciar la colaboración de otras instituciones que posibiliten la ampliación de recursos y actividades del proyecto.

Las actividades tienen la siguiente tipología:

· Formativas: Con el objetivo de motivar a los alumnos y alumnas a que continúen en el camino de la formación que mejor se adapte a sus capacidades, y así puedan acceder en un futuro a un empleo de calidad, que posibilite un mayor grado de autonomía personal.
· Culturales y de ocio: Para favorecer la plena inclusión de los alumnos con discapacidad en un entorno que siguiendo los parámetros del Diseño para Todos, les posibilite acceder a actividades de ocio y cultura.
· Relacionales: Para propiciar intercambio de experiencias y el conocimiento de la Comunidad Universitaria, como vehículo para conseguir sus objetivos y sus sueños.

Se conceden ayudas para los campus seleccionados por importe máximo de 33.000 € para cada uno, con el fin de que las Universidades sufragasen los gastos de colaboración del profesorado universitario, de secundaria y personal de apoyo para los alumnos con discapacidad, el material fungible, gastos de alojamiento, manutención y transporte de los alumnos en grupos de 10 estudiantes con discapacidad.

Como requisito imprescindible para la concesión de las ayudas se exige que los proyectos presentados aseguren la plena accesibilidad universal tanto de las instalaciones en las que se desarrollarán los campus como de las actividades contempladas en el programa. 

6.1.2. Programa “Campus de Excelencia”

Este programa, promovido por el Ministerio de Educación, es desarrollado conjuntamente con las Comunidades Autónomas, teniendo como principal objetivo situar a las Universidades españolas entre las mejores de Europa, mejorando la visibilidad y reconocimiento internacional de los campus universitarios, mediante agregaciones estratégicas entre las Universidades, organismos de investigación y empresas ubicadas en el entorno de los campus. 

Respecto de la accesibilidad en los campus universitarios, tanto la Orden PRE/1996/2009, de 20 de julio, por la que se establecen las bases reguladoras de la concesión de subvenciones públicas para la implantación del Programa de Campus de Excelencia Internacional en el sistema universitario español, como la Orden EDU/903/2010, de 8 de abril, por la que se establecen las bases reguladoras de la concesión de ayudas de los subprogramas integrantes del Programa Campus de Excelencia Internacional, regulan los aspectos que deben contemplar los proyectos incluyendo la «eliminación de barreras arquitectónicas y potenciación de la integración de personas con discapacidad» y la «transformación del campus para el desarrollo de un modelo social integral y su interacción con el entorno territorial». En la última convocatoria a través de la Orden EDU/647/2011, de 22 de marzo, se establece un programa que apuesta por la accesibilidad universal bajo el epígrafe “Entorno de Accesibilidad Universal e Inclusión”, con tres variantes:
1. Convocatoria para la rehabilitación y adecuación de entornos universitarios en el ámbito de la accesibilidad universal e inclusión. Financiada por la Fundación ONCE con una aportación de 950.000 € en el marco del Convenio suscrito entre esta entidad y el Ministerio de Educación. Podrá completarse esta financiación con otros 600.000 € aportados por el Ministerio de Educación, todo ello con el fin de recibir iniciativas para la rehabilitación y adecuación de entornos universitarios.

3.  
Campus Inclusivos de Verano, Campus sin Límites. Se conceden ayudas cofinanciadas por Fundación ONCE y Fundación Repsol las cuales aportarán 100.000 € en total  en el marco del Convenio suscrito entre estas entidades con el Ministerio de Educación, que participará con un máximo de 98.000 €, tal como hemos visto anteriormente.

6.1.3. Otras colaboraciones
Programa de accesibilidad universal con el IMSERSO

Dependiendo de la política del IMSERSO, que varía según los años, las Universidades se pueden presentar o no a esta convocatoria de ayudas públicas, con el fin de obtener fondos para actuaciones sobre accesibilidad. 

Convenios directos con Universidades

Se firman convenios directos con Universidades en los que se trata de favorecer la inclusión de las personas con discapacidad como estudiantes, doctorandos, profesores, Doctores y otro personal en las Universidades, promocionar la accesibilidad universal, promover el conocimiento e inclusión en los currículos de los grados y másteres de los criterios del diseño para todas las personas y todas aquellas cuestiones relacionadas con aquellas con discapacidad. No se puede contabilizar la cuantía del servicio que se presta pues gran parte de la colaboración se lleva a cabo mediante la aportación de asesoramiento o presencia de profesionales a jornadas, que realizan directamente los profesionales o expertos de la Fundación ONCE.

Estudios y otras actividades

Asimismo, se realizan acuerdos de colaboración, estudios u otras actividades relacionadas con la temática de este estudio.

Una de estas actividades a destacar es la Red Europea de Educación Inclusiva y Discapacidad, incluD-ed, proyecto de cooperación transnacional desarrollado en el marco del Programa Operativo de Lucha contra la Discriminación 2007-2013 “XTalento”, co-financiado por el Fondo Social Europeo. La Red incluD-ed promovida por la Fundación ONCE, es una iniciativa colaborativa y “multi- stakeholder” que tiene como objetivo principal promover, identificar, difundir e intercambiar buenas prácticas en el ámbito de la educación inclusiva para personas con discapacidad en Europa, con el fin de mejorar las oportunidades de empleabilidad e inclusión laboral. 
La Red se centra en una serie de temáticas principales: Educación Secundaria, contribuyendo a superar las barreras que dificultan la permanencia de las personas con discapacidad en esta etapa educativa; tránsito a otros niveles educativos superiores, particularmente a la formación de nivel universitario o a la formación profesional, lo que guarda especial relación con el presente estudio; transición a la vida adulta y al mercado laboral, promoviendo la capacitación y los apoyos necesarios; y nuevas tecnologías para la educación inclusiva, con el fin de mejorar la participación de las personas con discapacidad y mejorar su inclusión socio-laboral.

6.2. ONCE

La Organización Nacional de Ciegos de España presta una serie de servicios a sus afiliados (personas con discapacidad visual). La principal acción es la adaptación de los puestos de estudio, con la instalación de software adaptado general (Jaws y Zoomtext) y software adaptado específico (por ejemplo, Landa para estudiantes de ciencias). 

Por otra parte, entrega en préstamo, a sus afiliados universitarios, recursos técnicos como la línea braille o la impresora braille.

También dotan puestos de estudio en bibliotecas universitarias con los recursos anteriormente descritos (software adaptado, impresora y línea braille).

Los coordinadores de apoyo de la ONCE, que generalmente son maestros, pedagogos y psicopedagogos, orientan y tutorizan a sus afiliados universitarios; también orientan a la propia Universidad cuando se precisa una adaptación metodológica. 

Por último, los afiliados tienen la posibilidad de acceder a la biblioteca digital (con más de 30.000 volúmenes) donde pueden encontrar manuales universitarios. En el caso de que un manual no esté publicado, se puede convertir en TLO y Daisy, servicio que presta la ONCE.

6.3. Fundación Universia
6.3.1. Becas CAPACITAS

El objetivo del programa
 es el fomento de la integración sociolaboral de las personas con discapacidad, contribuyendo a hacer efectivo el principio de igualdad de oportunidades a través de una educación inclusiva. Mediante la concesión de ayudas a estudiantes universitarios con discapacidad se persigue que puedan acceder y progresar en su proceso de formación académica universitaria hasta la finalización de estudios, incrementando de este modo las oportunidades de consecución de un empleo de calidad.

Podrán ser beneficiarios de las becas, aquellos estudiantes que se encuentren matriculados o estén en condición de matricularse, por primera vez, en enseñanzas oficiales de grado y posgrado impartidas por Universidades españolas que acrediten legalmente una discapacidad igual o superior al 33% (también se incluyen las antiguas Diplomaturas y Licenciaturas).

Las modalidades de becas son cuatro:

· De acceso: dirigidas a estudiantes que se matriculen por primera vez en estudios universitarios (10 becas).

· De progreso: dirigidas a estudiantes que ya hayan accedido a la Universidad (38 becas).

· De movilidad: dirigidas a estudiantes que, en virtud de un programa de intercambio de la propia Universidad, deseen realizar un período de formación, como mínimo de un trimestre, en una universidad distinta a la suya (10 becas).

· Deportistas de alto nivel con discapacidad que vayan a acceder a la Universidad o que ya estén realizando estudios universitarios. Esta categoría de becas se incluye en el acuerdo con el Consejo Superior de Deportes, Fundación ONCE y el Comité Paralímpico Español (2 becas).

En total, son 60 becas, pudiendo conceder accésits en caso de quedar remanente hasta agotar el presupuesto establecido para este programa, que es de 300.000 €. El importe total de la ayuda por perceptor será, como máximo, de 5.000 € brutos.

· Existe una singularidad y es que se pueden renovar las becas de acceso y de progreso, siempre que el alumno haya superado el 80% de los créditos matriculados. Los criterios de adjudicación son los siguientes:

· Proyecto de futuro presentado.

· Experiencia profesional del candidato, a través de la realización de prácticas vinculadas a sus estudios.

· Expediente académico.

· Número de créditos matriculados.

· Potencial laboral.

· Discapacidad acreditada, tipo y grado.

· Valoración de la necesidad de la ayuda en relación con la actividad universitaria.

· Las circunstancias especiales que puedan concurrir.

· La práctica de deporte a alto nivel.

· La renta familiar.

Otra singularidad es que un mismo candidato puede renovar su beca hasta un máximo de 6 años. 

6.3.2. Programa de ayudas para proyectos inclusivos
La Fundación Universia también concede ayudas de entre 5.000  y 10.000 € para proyectos por cada una de las siguientes categorías:

· Empleo

· Formación

· Artes y/o deporte para el fomento de la inclusión social y laboral de las personas con discapacidad.

Todo ello con el objetivo de desarrollar acciones que faciliten el acceso a la formación, la adquisición de competencias y el fomento del empleo de las personas con discapacidad. Los criterios de evaluación serán, entre otros:

· La repercusión e impacto del proyecto en cuanto a número de personas beneficiarias del mismo.

· La metodología y recursos previstos para conseguir los objetivos definidos.

· La calidad en la presentación y su carácter innovador. 

· La viabilidad de ejecución del proyecto por la entidad solicitante.

· El porcentaje de aportación realizada por la entidad para la realización del proyecto.

· La inclusión de un plan de difusión de la realización y resultados del proyecto.

6.3.3. Premio Proyecto Fin de Carrera para el fomento de la accesibilidad en el marco de las TIC (convocado conjuntamente con la Fundación Vodafone España)

Sus destinatarios son estudiantes de las titulaciones de ingeniería que desde enero de 2011 a mayo de 2012 hayan presentado y aprobado el correspondiente Proyecto de Fin de Carrera en cualquier Universidades española pública o privada. 

Los trabajos deben tener por objeto la obtención de resultados en el marco de las TIC, destinados a favorecer la accesibilidad e integración sociolaboral de las personas con discapacidad. 

El Premio está dotado con una cantidad de 5.000 € y dos accésit a los que corresponderá una cantidad de 3.000 y 1.500 € respectivamente. El importe de todos los premios se deberá destinar a una acción formativa, sin embargo, en el supuesto de que el ganador decida realizar un proyecto empresarial con el fin de explotar su trabajo, podrá hacer uso de la dotación económica del premio sin necesidad de invertir dicha cantidad en actividades formativas.

6.3.4. Banco de Productos de Apoyo
La Fundación Universia ha creado un banco de productos de apoyo para todos aquellos estudiantes universitarios con discapacidad que precisen un producto de apoyo para el desarrollo de sus clases o prácticas. 

Los apoyos técnicos de los que puede disponer son:
Tabla 38. Banco de productos de apoyo

	Recursos técnicos del banco de productos de apoyo

	Atril
	iPAQ

	Bandeja para brazo extraíble y orientable
	Lector de tinta electrónica IREX

	Bolígrafo digital
	Magnificador de pantalla – Zoomtext

	Braille Hablado
	Natural Reader

	Brazo articulado
	Ordenador Portátil de pantalla grande

	Brazo extraíble y orientable
	Ordenador Portátil Estándar

	Cobertor
	Ordenador Portátil Ligero

	Conmutador Jelly Bean
	Ratón adaptado – Orbitrack

	Disco Duro Externo
	Ratón adaptado – Trackball N-Abier

	DiTres
	Ratón adaptado – Kit Bjoy Mentón Plus

	Equipo FM
	Ratón óptico

	Escáner 
	Sintetizador de Voz – Dragon Naturally Speaking

	Grabadora digital
	Tablet PC

	Impresora Multifunción
	Teclado Virtual – Art Media

	UPC TaP
	Fuente: Fundación Universia


En el siguiente cuadro se muestra la importante contribución que ha realizado la Fundación Universia en el ámbito de la discapacidad en la Universidad en los últimos años:
	Cursos Académicos
	Cuantía

	Curso Académico 08/09
	457.940,82 €

	Curso Académico 09/10
	571.176,19 €

	Curso Académico 10/11
	559.190,24 €

	Curso Académico 11/12
	568.924,08 €


La distribución de los conceptos para los que fueron destinadas dichas cuantías en el curso académico 11/12 fueron los siguientes:
	Partidas
	Importes

	Personal del Servicio de atención a estudiantes con discapacidad
	11.515,17 €

	Intérpretes de Lengua de Signos
	30.000,00 €

	Recursos técnicos
	20.233,40 €

	Becas y ayudas económicas
	323.136,02 €

	Patrocinio de jornadas y cursos
	15.190,35 €


	Difusión de Servicios de Atención Disc.
	2.515,17 €

	Premios PFC Discapacidad
	23.574,64 €

	Asistentes personales
	81.759,33 €

	Informes y estudios
	61.000,00 €


              Fuente: Elaboración propia
6.4. Fundación MAPFRE

6.4.1. Centro UNIDIS
La primera mención sobre las acciones desarrolladas por la Fundación MAPFRE debe referirse a la creación y mantenimiento del Centro de Atención a Estudiantes con Discapacidad de la UNED (UNIDIS). Durante los años 2008, 2009 y 2010, la Fundación MAPFRE aportó la cantidad anual de 500.000 € sufragando con dicho dinero el coste de personal y de los programas de dicho Centro.

El objetivo principal del Centro fue que los estudiantes con discapacidad que desearan cursar estudios en dicha Universidad, pudiesen gozar de las mismas oportunidades que el resto de sus compañeros. Para lograr ese fin, UNIDIS desarrolló diferentes programas, los cuales se agrupan en torno a seis grandes áreas:

· Información y asesoramiento a las personas con discapacidad interesadas en acceder a los estudios universitarios o que ya se encontraban matriculadas.
· Mediación para la adaptación de los procesos de enseñanza, de aprendizaje y de evaluación. La complejidad de todos estos aspectos hizo necesario un servicio especializado que apoyara al profesorado en la toma de decisiones y gestión de los procesos de adaptación. 

· Acciones de asesoramiento, apoyo, sensibilización y formación, como el  asesoramiento y formación continua al profesorado, colaboración con otros servicios de la Universidad como con el Centro de Orientación, Información y Empleo para la inserción laboral de sus titulados con discapacidad, publicación de materiales –guías, informes, memorias- para la mejor atención de los estudiantes con discapacidad; y la organización y participación en congresos, cursos, seminarios y actividades de formación dirigidas a la comunidad universitaria y la sociedad en general. 

· Accesibilidad, promoviendo la mejora de la accesibilidad física de sus Facultades y Centros Asociados, y la mejora de la accesibilidad de los medios tecnológicos de información y comunicación –Web, plataformas de aprendizaje, materiales audiovisuales, soportes técnicos, etc.-

· Programa de voluntariado, con diferentes acciones, como el establecimiento de una red de voluntarios para el acompañamiento y apoyo a estudiantes con discapacidad, la difusión de convocatorias concretas para el desarrollo de acciones de voluntariado o la canalización de solicitudes de información sobre voluntariado en entidades externas. 

· Plan de inserción laboral con diversas acciones como la creación de una bolsa de empleo para estudiantes y egresados con discapacidad en colaboración con el COIE y la Fundación ONCE, la gestión de prácticas profesionales en empresas, la realización de cursos de orientación laboral y la firma de convenios con empresas públicas y privadas con el fin de ofertar empleos específicos para personas con discapacidad.

Para ello contó con un equipo técnico especializado: 2 técnicos de asesoramiento y apoyo al estudiante, 1 técnico de apoyo a la función docente, 1 técnico de inserción laboral y voluntariado, 1 técnico en herramientas TIC y 1 técnico en documentación y edición. La calidad del servicio, la dotación de equipos humanos cualificados y el incremento de acciones dirigidas a este colectivo, tuvo como consecuencia un notable incremento de los estudiantes con discapacidad que se matricularon en la UNED durante esos años. 

Actualmente el Centro UNIDIS sigue prestando los mismos recursos, siendo sufragados en su totalidad con fondos propios de la UNED. 
6.4.2. Ayudas de formación universitaria dirigidas a estudiantes con discapacidad

Durante el curso académico 2009/2010 la Fundación MAPFRE convocó, por primera vez, ayudas de formación universitaria dirigidas a estudiantes con discapacidad de la UNED con el objeto de apoyar el proceso de aprendizaje y facilitar el desarrollo de las actividades académicas de los mismos.

Se concedieron 155 becas por un importe total de 125.000 €, destinadas principalmente a la adquisición de material didáctico, transporte y equipos para favorecer la movilidad y la independencia de los estudiantes matriculados en la UNED.

Los beneficiarios y las titulaciones fueron los siguientes:
	1ª Convocatoria

	Procedencia de los beneficiarios
	Titulaciones

	Madrid
Valencia
Zaragoza
Pontevedra
	Acceso para mayores de 25 años
1º y 2º Ciclo de Licenciatura/Diplomatura
Posgrados Oficiales
Títulos Propios de Máster y Experto

	Reconocido legalmente el grado de discapacidad igual o superior al 33%


Durante el curso académico 2010/2011, en la 2ª Convocatoria, se concedieron otras 155 becas, por un importe de 127.200 € destinadas a los mismos fines que los enunciados anteriormente. 
	2ª Convocatoria

	Procedencia de los beneficiarios
	Titulaciones

	A Coruña
Barcelona
Madrid
Valencia
Sevilla
	Acceso para mayores de 25 años
1º y 2º Ciclo de Licenciatura/Diplomatura
Posgrados Oficiales
Títulos Propios de Máster y Experto

	Reconocido legalmente el grado de discapacidad igual o superior al 33%


Para el curso académico 2012/2013, se ha convocado la IV Convocatoria Nacional de Ayudas a la Formación dirigida a Estudiantes con Discapacidad. Los estudiantes a los que va dirigida la convocatoria son aquellos que tengan reconocida legalmente la condición de persona con discapacidad con un porcentaje igual o superior al 33%, matriculados en alguna de las Universidades españolas o centros de formación profesional reglada durante el curso 2012/2013, en cualquiera de los programas de estudios que pasamos a mencionar:

· Titulaciones de carácter oficial de 1º y 2º (Licenciaturas, Diplomaturas e Ingenierías), estudios de Grado y Cursos de Acceso para mayores de 25 y 45 años.

· Posgrados Oficiales (Máster y Doctorado) y Títulos Propios de Máster, Especialista Universitario y Experto Universitario. 

· Ciclos Formativos de Grado Medio y Superior.

· Enseñanzas de Régimen Especial, Artísticas, de Idiomas o Deportivas. 
Las ayudas consisten en:

· Ayudas económicas.
· Desplazamiento a las actividades académicas.
· Adquisición de material didáctico.
Para que los alumnos puedan optar a ellas, como mínimo, tienen que estar matriculados en al menos 30 créditos (en el caso de estudios universitarios) o el curso completo (para estudios de formación profesional reglada). 

Los criterios de baremación son los siguientes:

· Renta de los solicitantes (hasta 3 puntos).
· Desplazamiento a las actividades académicas (hasta 1 punto).
· Ponderación del grado de discapacidad.
· Limitaciones funcionales asociadas a la discapacidad (hasta 4 puntos).
La dotación económica será la siguiente:
	Cuantía
	Destinatarios

	Ayuda de 500 €
	Estudiantes de Ciclos Formativos de Grado Medio y Superior, y de las Enseñanzas de Régimen Especial

	Ayuda de 800 € 
	Estudiantes de Titulaciones de carácter oficial de 1º y 2º Ciclo (Licenciaturas, Diplomaturas e Ingenierías), estudios de Grado y Cursos de Acceso para mayores de 25 y 45 años

	Ayuda de 800 €
	Estudiantes de Posgrados Oficiales (Máster y Doctorado) y Títulos Propios de Máster, Especialista Universitario y Experto Universitario


6.4.3. Premio “Superando Barreras”

La Fundación MAPFRE tiene un premio titulado “Superando Barreras”, destinado a premiar a la institución que más haya contribuido a la superación de barreras para la integración de las personas con discapacidad, con una dotación económica de 30.000 €.

Podrán optar al premio las instituciones que se hayan caracterizado por la aplicación de medidas que favorezcan la plena integración de las personas con discapacidad y la mejora de su calidad de vida. 

Valoran especialmente la naturaleza innovadora de las medidas propuestas y la experiencia en su aplicación, así como la constatación de avances significativos en la superación de la discapacidad, la relevancia social de los trabajo y/o proyectos institucionales, sinergia con otras personas o instituciones, el nivel de innovación de las ideas e iniciativas presentadas, la apertura de nuevos caminos para las personas con discapacidad y la facilidad de aplicación del modelo propuesto.

El ámbito de la convocatoria se extiende a personas de nacionalidad española, portuguesa e iberoamericana, y a entidades con sede social en España, Portugal e Iberoamérica, así pues podían optar tanto personas físicas como personas jurídicas. 

6.5. Fundación Vodafone

Aparte de las importantes actuaciones anteriormente reseñadas, como el Premio Proyecto Fin de Carrera 2011-2012 para el fomento de la accesibilidad en el marco de las TIC’s (convocado conjuntamente con la Fundación Universia) o la convocatoria abierta de uso de nuevos recursos tecnológicos, encaminada al equipamiento de los campus universitarios con el objeto de que las personas con discapacidad puedan encontrar igualdad de oportunidades durante su estancia en la Universidad dentro del programa de Campus de Excelencia Internacional impulsado por el Ministerio de Educación, y en el marco del convenio suscrito entre ambas entidades, dotado con una cantidad total de 200.000 €, puestos a partes iguales por cada una de ellas, la Fundación Vodafone España firmó un convenio de colaboración con la Fundación General de la Universidad Autónoma de Madrid, en el año 2011, con el fin de:

· Desarrollar acciones encaminadas a la mejor integración del estudiante con discapacidad en la Universidad junto con la Oficina de Acción Solidaria y Cooperación.

· Financiar recursos tecnológicos para favorecer la integración de los estudiantes con discapacidad en el Colegio Mayor Juan Luis Vives adscrito a la UAM.

· Dotar al “Máster de atención a la diversidad: discapacidad, sobredotación, interculturalidad, personas dependientes y mayores” del contenido FORMATIC (formación en el uso de las TIC para favorecer la vida independiente de las personas) como módulo on-line para favorecer y potenciar la innovación en red.

· Realizar jornadas científicas y formativas, así como la organizar cursos específicos, mesas redondas, talleres, programas de estudios para graduados, programas de reciclaje y maestría o Doctorado, sobre temas de vanguardia. 

· Planificar, organizar y ejecutar estudios, informes e investigaciones en temas de interés común, incluyendo la elaboración de contenidos para su difusión en medios universitarios y de interés general para la comunidad científica y universitaria. 
6.6. Otros
Finalmente, queremos destacar una actuación concreta, como es el Convenio de Colaboración que se firmó entre la Obra Social La Caixa y la Fundación General Universidad de Granada-Empresa, dentro de la convocatoria de ayudas sociales de la Obra Social de La Caixa para los siguientes fines:

· Dotación de Intérpretes de Lengua de Signos para Estudiantes de Posgrado Universitario (Máster y Doctorado).

· Servicio de transporte adaptado para Estudiantes de Posgrado Universitario (Máster y Doctorado).

· Diseño y redacción de un plan de Empleabilidad de Estudiantes y/o Titulados con Discapacidad de la Universidad de Granada, incluyendo cursos de formación para estudiantes y titulados con discapacidad, y para técnicos del Centro de Promoción de Empleo y Prácticas de la Universidad.

Su ejecución tuvo lugar durante el Curso Académico 2011-2012

En definitiva, se trata de acciones que deben obtener un reconocimiento público, por cuanto ayudan y complementan al sistema público universitario en la conquista por la igualdad de oportunidades de sus estudiantes con discapacidad, debiendo tener siempre el carácter de complementarias a las acciones principales que entendemos deben financiarse con cargo a las arcas públicas. 
CAPÍTULO 7. PROPUESTAS DE ACTUACIÓN

Tras el estudio y análisis de la información recopilada, a continuación pasamos a detallar las principales propuestas, las cuales dividimos en dos: 

7.1. Propuesta de modelo de financiación

Con los datos obtenidos hasta ahora de las encuestas manejadas (Servicios de atención a estudiantes con discapacidad, Gerentes Universitarios, Direcciones Generales de Universidades y Direcciones Generales de Personas con Discapacidad y/o Servicios Sociales), presentamos la siguiente propuesta de modelo de financiación. Para ello, partimos de tres premisas básicas. La primera de ellas, es que las Universidades cuentan con dos fuentes principales de financiación; por una parte, las transferencias que realiza la Comunidad Autónoma a las Universidades de su territorio para su sostenimiento, y por otra, los precios públicos por servicios académicos que cobran las Universidades a sus estudiantes. En cuanto al peso de cada línea de financiación, nos podemos situar como veíamos anteriormente en una proporción de 80-85% (transferencias Comunidad Autónoma y financiación externa-) – 15-20% (Precios Públicos y financiación propia-), aproximadamente.

La segunda premisa basada en el coste del servicio de atención al estudiante con discapacidad se subdivide en dos: Por una parte hemos podido comprobar que el coste de personal supone entre el 65-75% del coste total del servicio (excluyendo las mejoras de accesibilidad).  Por otra parte, corroborar el coste de las diferentes prestaciones dirigidas a estudiantes con discapacidad, siendo la más costosa de ellas, el programa de Interpretación de Lengua de Signos (alcanzando un 50% sobre el total de presupuesto de programas sin incluir los costes de personal), seguido de la adquisición de ayudas técnicas, del transporte adaptado, y por último, del programa de asistente personal.

La tercera, y última premisa, es que los estudiantes con discapacidad tienen reconocidos una serie de derechos que deben ser garantizados por las Administraciones Públicas con el fin de poder ejercer en igualdad de condiciones su derecho a la educación. Así lo han reconocido Leyes como la Ley Orgánica de Universidades o Ley de Lengua de Signos y Medios de Apoyo a la Comunicación Oral, y en vía reglamentaria, el Estatuto del Estudiante Universitario. En esos mismos términos se pronuncia la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad aprobada por la Organización de las Naciones Unidas, ratificada por España y que está en vigor en nuestro ordenamiento jurídico.

Por tanto, una vez vistas y tenidas en cuenta estas tres premisas, proponemos un sistema de financiación directo entre la Comunidad Autónoma y sus Universidades para dotar a los/as estudiantes universitarios con discapacidad de todos los recursos necesarios para cursar sus estudios en igualdad de condiciones que el resto de sus compañeros. 


Este modelo de financiación consta de una financiación fija y otra variable, en función de los servicios a financiar.
La financiación fija consiste en satisfacer los costes de personal, partiendo de la base de que debe existir un técnico por cada 120 alumnos con discapacidad matriculados en la Universidad, de los cuales al menos ¾ partes de esa plantilla debe estar inserta en la Relación de Puestos de Trabajo de la Universidad (objetivo fundamental para que haya un servicio de calidad). Así pues, esos costes de personal, que suelen estar en torno al 70% del coste total del servicio deben tener una financiación fija.

En cuanto a la financiación variable, pivota sobre cinco puntos:

· Programa de Interpretación de Lengua de Signos, dotando de este recurso al alumno/a con discapacidad auditiva que lo requiera, cuyo coste suele oscilar entre los 5.000 y los 8.000 € en función del número de horas de clase.

· Programa de transporte adaptado, dotando al alumno con movilidad reducida de este recurso, cuyo coste suele oscilar entre los 1.500 € y los 2.500 € en función de los desplazamientos del alumno al centro universitario.

· Programa de asistencia personal.

· Programa de becarios colaboradores, fijándose una cantidad fija en función del número de colaboradores y tareas que desarrollen. 

· Programa de ayudas técnicas (lo veremos a continuación)

Tal y como expresábamos en la primera premisa, dado que la financiación de las Universidades públicas oscila en torno al 80% de recursos externos (Comunidad Autónoma y financiación externa) y al 20% de recursos propios, el coste de estos servicios debería ser cubierto en un porcentaje similar, asumiendo la Comunidad Autónoma en torno al 80% del coste y el resto la propia Universidad. Para ello, al principio de cada curso académico, la Universidad debiera comunicar a la Administración autonómica, el coste del servicio de atención a la discapacidad en función de los recursos que precisen sus estudiantes con discapacidad. 

No podemos olvidar que se trata de recursos reconocidos en la legislación, tal y como hemos tenido ocasión de comprobar en el Capítulo I, y que por tanto, deben ser prestados por las Universidades.

OBSERVACIONES

A través de estas observaciones, pretendemos profundizar en algunas cuestiones que complementan lo expuesto en el modelo propuesto. 

Catálogo de ayudas técnicas

En cuanto al programa de ayudas técnicas, al no ser un gasto periódico que se genere cada ejercicio,  entendemos que debe dotarse de una cantidad fija todos los años, con el fin de ir incorporando ayudas técnicas al catálogo de ayudas prestadas por cada Universidad. 

En dicho catalogo debe aparecer los siguientes datos:

· Nombre y modelo del producto

· Garantía

· Fichero con registro de usuarios que lo utilizan

· Vida del producto (de manera estimativa)

Igualmente, cada año debe actualizarse con las altas y las bajas de los productos, estado de conservación, así como las previsiones de compras para años posteriores.

Previsión

Con el fin de que las Comunidades Autónomas y las Universidades, puedan estimar el coste total de los servicios de atención a la discapacidad, los técnicos deben elaborar una previsión a mitad de año sobre los costes de los programas para el año siguiente, siendo un cálculo estimativo. Entendemos que con un correcto seguimiento del alumnado, así como acentuando la relación con los centros de educación secundaria y Bachillerato, se pueden hacer unas previsiones estimativas. 

Accesibilidad

En cuanto a las obras y actuaciones de accesibilidad, pueden plantearse tres supuestos:

· Obra nueva o nuevo espacio virtual, en cuyo caso la normativa obliga a que sean accesibles.

· Obras de rehabilitación, en cuyo caso, la Universidad debe aprovechar la misma para hacer dicho espacio accesible. También afecta a los espacios virtuales cuando son reformados.

· Obras y actuaciones “in stricto sensu” de accesibilidad, tanto a nivel físico como virtual. Pensamos que se deben financiar de dos maneras:

· En la partida que la Comunidad Autónoma transfiere a las Universidades para infraestructuras y obras (Cap. VII, transferencias de capital), la Comunidad Autónoma debe reservar parte de esa partida para obras de accesibilidad.

· Otra vía es a través de las convocatorias nacionales de fomento de la accesibilidad, como la de los Campus de Excelencia Internacional donde participa la Fundación ONCE y la Fundación Vodafone.
Compensación entre Consejerías de las Comunidades Autónomas

Muchas Consejerías de Bienestar Social tienen consignado en su presupuesto partidas para Interpretación de Lengua de Signos, transporte adaptado y asistencia personal. Pensamos que es la Consejería competente en Universidades la que debe ser responsable junto con la Universidad de una correcta atención a los estudiantes universitarios con discapacidad. No obstante, ello no es óbice para que tal gasto asumido por la Consejería de Universidades, sea compensado por la Consejería de Bienestar Social, si finalmente tuviese partidas para esos fines.

Mecenazgo

No cabe duda de la  encomiable labor que desarrollan las fundaciones privadas para la promoción de las personas con discapacidad en la educación superior, tales como la que realiza la ONCE y su Fundación, Fundación Universia, Fundación Mapfre, Fundación Repsol y Fundación Vodafone. Por tal motivo, es necesario mantener el camino por dicha senda, dotando programas nacionales de becas (Fundación Universia y Fundación Mapfre), programas de empleo (Fundación Universia), programas de accesibilidad (Fundación ONCE y Fundación Vodafone) y programas de integración (Fundación ONCE y Fundación Repsol). Aunque siempre como una actividad complementaria a la actividad pública de las Administraciones Públicas (AGE, CCAA y Universidades).

7.2. Propuesta de convocatoria de mesa sectorial
Proponemos la celebración de una mesa sectorial donde estén presentes representantes del Ministerio de Educación, Cultura y Deportes y el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales  e Igualdad, Directores Generales de Universidades y de Discapacidad o Servicios Sociales de las Comunidades Autónomas, así como la Conferencia de Rectores de las Universidades Españolas (CRUE) y el CERMI. 

El objetivo general es conformar una mesa sectorial donde estén representados todos los actores que intervienen en el desarrollo de políticas universitarias que tienen incidencia sobre la discapacidad.

Los objetivos específicos serían los siguientes:

· Impulsar actuaciones a nivel autonómico en torno a tres grandes áreas: financiación vinculada a servicios, ayudas y becas y accesibilidad. 

· Fomentar un contacto permanente entre la Dirección General de Discapacidad, la Dirección General de Universidades -ambas de la Comunidad Autónoma- y el CERMI autonómico para avanzar en materia de discapacidad en la Universidad.

· Poner las bases para consolidar la relación del CERMI con las Comunidades Autónomas en esta materia.
La temática a tratar sería:

· Fuentes estadísticas.

· Financiación de las actuaciones dirigidas a los estudiantes y resto de miembros de la Comunidad Universitaria con discapacidad.

· Políticas de accesibilidad.

· Incidencia de la discapacidad en las políticas de becas y ayudas (al estudio, de movilidad, de investigación, de empleo).
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Universidad y Discapacidad:


Apuntes sobre la financiación de los servicios de atención a la discapacidad en las Universidades Públicas españolas.  

















� En España existen 50 Universidades Públicas, si bien excluimos 2 de ellas, Universidad Internacional Menéndez Pelayo y Universidad Internacional de Andalucía, por no tener titulaciones de Grado, sólo de Posgrado.


� MOLINA FERNÁNDEZ, CARMEN y GONZÁLEZ- BADÍA FRAGA, JUAN. “Guía de Recursos sobre Universidad y Discapacidad”. Madrid. 2.006. Ediciones Cinca.


� En el curso académico 2010/2011 estudiaron en las Universidades Públicas españolas 16.272 personas con discapacidad [Fuente: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (MECD)]


� De los 16.272 estudiantes con discapacidad matriculados en el conjunto de las Universidades públicas españolas en el curso académico 2010/2011, si restamos los 6.421 estudiantes con discapacidad matriculados en la UNED debido a que las Comunidades Autónomas no suelen intervenir en su atención (sólo actuaciones de accesibilidad en algunos casos, no en la prestación de servicios y recursos), obtenemos un total de 9.851 estudiantes con discapacidad (Fuente: MECD).


� No se ha incluido la UNED ya que al ser de ámbito estatal, su financiación pública procede principalmente de la Administración General del Estado; ni tampoco la Universidad Complutense de Madrid,  debido a la imposibilidad de encontrar sus Presupuestos o Cuentas Anuales correspondientes al año 2011.


� Cuya propuesta veremos en el Capítulo VII.


� DE LORENZO GARCÍA, Rafael. “Las personas con discapacidad en la Constitución Española y el constitucionalismo comparado”. Tratado sobre Discapacidad. Navarra: Aranzadi, 2007.





� Artículo 1: «Esta Ley tiene por objeto establecer medidas para garantizar y hacer efectivo el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, conforme a los artículos 9.2, 10, 14 y 49 de la Constitución».


� Todo estos artículos referidos a los derechos durante los diferentes niveles universitarios, están en consonancia con lo establecido en el Real Decreto que regula las enseñanzas universitarias oficiales (Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, modificado por Real Decreto 861/2010, de 2 de julio) que establece que «en el acceso a las enseñanzas oficiales de Grado, Máster y Doctorado, las Universidades dispondrán de sistemas de información y procedimientos de acogida y orientación de los estudiantes de nuevo ingreso para facilitar su incorporación a las enseñanzas universitarias correspondientes. Estos sistemas y procedimientos deberán incluir, en el caso de estudiantes con necesidades educativas específicas derivadas de la condición de discapacidad, los servicios de apoyo y asesoramiento adecuados que evaluarán la necesidad de posibles adaptaciones curriculares, itinerarios o estudios alternativos».  





� Este análisis ha sido extraído de las disposiciones estatutarias contempladas en la siguiente publicación: MOLINA FERNÁNDEZ, CARMEN y GONZÁLEZ- BADÍA FRAGA, JUAN. “Guía de Recursos sobre Universidad y Discapacidad”. Madrid. 2.006. Ediciones Cinca


� En este capítulo, la totalidad de las tablas han sido extraídas de la obra “Las Políticas sobre la Discapacidad en el Sistema Universitario Español” publicada por el Ministerio de Educación en el año 2011, donde uno de los autores de la presente obra fue parte del equipo redactor de la misma y autor del capítulo 3 “Indicadores sobre la situación de la discapacidad”.


� Vid. OSUNA CARRILLO DE ALBORNOZ, Eduardo. “Calidad y financiación de la universidad”, Revista de Investigación en Educación, nº 6, 2009, pp. 133-141.


� No se ha incluido la UNED ya que al ser de ámbito estatal, su financiación pública procede principalmente de la Administración General del Estado; ni tampoco la Universidad Complutense de Madrid,  debido a la imposibilidad de encontrar sus Presupuestos o Cuentas Anuales correspondientes al año 2011.


� Gráficos de elaboración propia a partir de los datos extraídos de las Cuentas Anuales y Presupuestos correspondientes al ejercicio 2011 de las 22 Universidades  analizadas.


� Los datos que aparecen a continuación han sido extraídos de las Cuentas Anuales correspondientes al ejercicio 2011 de las Universidades de Almería, Jaén y Málaga así como de los Presupuestos de la Universidad Pablo de Olavide. 





� Datos extraídos de la Memoria de liquidación de los Presupuestos de 2011 aprobados por esta Universidad.


� Datos extraídos de los Presupuestos de la Universidad de Barcelona y de Universidad Pompeu Fabra.   


� Las encuestas remitidas por gran parte de los servicios sólo se referían al coste del programa.


� La información sobre este programa ha sido extraída de la obra “Las Políticas sobre la Discapacidad en el Sistema Universitario Español” publicada por el Ministerio de Educación en el año 2011.


� La información sobre este programa ha sido extraída de la obra “Las Políticas sobre la Discapacidad en el Sistema Universitario Español” publicada por el Ministerio de Educación en el año 2011, donde uno de los autores de la presente obra fue parte del equipo redactor de la misma





� Hemos analizado la VI edición referente al Curso Académico 2012/2013
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